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INTRODUCCION 

Es importante que todo sistema tributario cuente con su 

correspondiente cap1tulo de garant1as del interés fiscal. 

En la actualidad es indispensable este cap1tulo, porque 

si bien es cierto que las autoridades fiscales, en uso de las 

facultades quo les confiere la ley, pueden hacer efectivo un 

crédito fiscal, no menos cierto os que dentro de nuestro sistema 

de derecho, las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les 

permite. 

Por tanto. es obligación de las autoridades fiscales 

someterse a lo dispuesto en el Código Fiscal de la Federación y su 

Reglamento. y suspender el procedimiento iniciado para la 

efectividad do un crédito fiscal. cuando ee demuestre que éste se 

ha garantizado en alguna de las tormos establecidas por la ley. 

Esta situación se presenta cuando se le ha determinado 

un crédito fiscal al particular en cualquiera de loe formas 

legales; crédito que puede ser injusto o Justo. pero mientras los 

tribunales competentes no se pronuncien al respecto, el afectado 

tiene que garantizar el inter~s fiscal. conforme lo determine la 

ley. 



El embargo administrativo como forma de garantizar el 

interds fiscal ee al que se avoca el presente trabajo, por ser 

éste el que presenta mayor problema para que se otorgue la 

suspensión del procedimiento administrativo de ejecución. 

Sentado lo anterior, las conclusiones que se lleguen a 

establecer como fruto o consecuencia de la investigación realizada 

en esta tesis, girará en torno o lo idea de que el embargo 

administrativo es lo forma de garantía en la que máe requisitos 

deben cubrirse y la más vulnerable, ya que por ser tan 

condicionada. las autoridades ejecutoras con cualquier pretexto 

continaan con el procedimiento económico coactivo. haciendo 

nugatorio el contenido del artículo 141 del Código Fiscal de la 

Federación y en especial la fracción V. 



CAPITULO 1 

ANTECEDENTES LEGALES 

REGULACION DE "EL EMBARGO ADMINISTRATIVO COMO FORMA DE GARANTIZAR 

EL INTERES FISCAL. 

l.- LEY DE JUSTICIA FISCAL. 

2.- CODIGO FISCAL DE 1938. 

3.- CODIGO FISCAL DE 1966. 

4. - CODIGO FISCAL DE 1982, 

5.- LEY DE HACIENDA DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL. 
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1.- LEY DE JUSTICIA FISCAL. 

La justicia administrativa antes de la expedición de la 

Ley de Justicia Fiscal revest1a un estado confuso que no ofrec1a 

al administrado, medios prócticos y eficaces de defensa contra las 

resoluciones que se dictasen en materia fiscal y en las que se 

vieran afectados sus legítimos intereses y derechos, ae~ como para 

salvaguardar el interde público, 

A decir del Licenciado Mariano Azuela Jr., Ministro de 

la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, antes de la 

expedición de la Ley de Justicia Fiscal, el particular no gozaba 

de medios efectivos de defensa contra la arbitrariedad de las 

,autoridades fiscales. 

No exist~a propiamente un sistema. ya que el Juicio de 

oposición ante 

administrativos de 

dependencias de 

constitucional de 

los tribunales 

alcance limitado 

la Secretaria de 

amparo. funcionaban 

federales, los recursos 

que se tramitaban ante 

Hacienda, y el juicio 

en un ambiente precario. 

complicado y confuso. como medios de impugnación de las 

resoluciones dictadas en materia tributaria. 

Con la Ley de Justicia Fiscal de 1936, se crea por 

primera vez en el derecho mexicano. un tribunal administrativo que 

tomando como base la cultura jur1dico-administrativa francesa, 
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conoce controversias administrativas. espec1tlcamente de 1ndole 

tlscal, y situado dentro de lo estructuro del poder ejecutivo 

tedero!. 

En lo exposición de motivos de lo citado ley. se 

especltlcobo el propósito que persegu1o el ejecutivo al crearse el 

tribunal. que era el del nacimiento y desenvolvimiento de un 

organo que diera Importancia y prestigio en Mdxico 

Institución como la de la justicio administrativo. 

a una 

Antes de entrar al tema. considero necesario establecer 

como premiso, las diterentes tormos de garont1a que contemplaba lo 

legislación. prec1somente entes de esta Ley de Justicia Fiscal 

destacando que no esteblec1a el embargo administrativo como terma 

de garant1a. segan se puede observar de lo siguiente: 

al.- Lo Ley paro le Caliticeclón de los Introccionea o 

lee Leyes Fiscales y le aplicación de lea penes correspondientes, 

publicada en el Diario Otlciel del 16 de abril do 1924. únicamente 

contemplaba en su ert1culo 4o .• dos tormos do garantizar el 

interds tiscol, o sobor1 

I.- Con depósito en dinero o en bonos de lo deudo 

pablice, acciones de bancos u otros valoree mobiliarios de t~cil 

realización e Juicio de lo oticino recaudadora. si 10 pene no 

excede de mil pesos. 



6 

II.- Con fianza, si excede de mil pesos y no fuere 

posible en la forma anterior. 

b).- Por su parte, la Ley para la Calificación do 

Infracciones a laa Leyes Fiecalee y la aplicación de lae penas 

correepondientes, publicada en el Diario Oficial de 2 do agosto de 

1924. contemplaba tres formas de garantizar el interés fiscal, yn 

que en su articulo 3o. establecia que. a elección del 

contribuyente. se podía asegurar de las siguientes formas: 

I.- Con depósito en dinero. 

II .- Con 

recaudadora. 

fianza 

III.- Con hipoteca. 

a satisfacción de la oficina 

c).- También la Ley Orgánica de la Tesoreria de la 

Federación. publicada en el Diario Oficial el lo. de marzo de 

1926. hac1a alusión a las mismas tres formas antes senaladas. 

dl .- La Ley Orgánica de la Tesoreria de la Federación 

publicada en el Diario Oficial de la Federación ol 31 de diciembre 

de 1932. establecía en su art1culo 36. como formas de garantizar 

el interés fiscal, las siguientes: 
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I.- Depósito de una suma de dinero equivalente al 

inter6s fiscal que se trate de asegurar. 

II.- Hipoteca. 

II I. - Prenda. 

IV.- Fianza. 

Las diferencias que surgen a la vida jurídica de M6~ico 

con motivo de la actuación de loe órganos de la administración 

activa, que afectan loe derechos de los particulares, han sido en 

nuestro país. materia de diversos procedimientos. regulados por 

leyes, reglamentos, y decretos. los cuales han servido de base 

para resolver dentro del dmbito del Poder Ejecutivo dichas 

contiendas. 

Jaime Cadena Rojo (1), hace una relación de loe 

procedimientos más importantes. destacando los siguientes: 

"La Constitución de 1824 y las bases orgdnicas 
de 18~3. que establecieron un Consejo de 
Eetado: los Decretos de 30 de junio de 1911. 
10 de mayo de 1913 y 24 de noviembre de 1917, 
que crearon comisiones encargadas de examinar 
las reclamaciones que se hicieran por concepto 
de los danos y perjuicios sufrido• como 
consecuencia de la Revolución. 

(1) CADEN1'ROJO, JAIME.- Tribunal Fiscal de la Federación.­
(Efemérides).- Agosto de 1976. Pdg. 1. 



Posteriormente, la Ley de Organización 
Servicio do Justicia Fiscal para 
Departamento del Distrito Federal y la 
Orglinica de la Tesorería." 
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del 
el 

Ley 

El 27 de agosto de 1936. que se expidió la Ley de 

Justicia Fiscal. y os cuando nace en M6xico un Organo 

Jurisdiccional y un verdadero procedente para resolver las 

controversias entre los particulares y el Estado. dentro del marco 

del propio Poder Ejecutivo. como modio para controlar la legalidad 

de sus actos. 

Esta ley tuvo vigencia del lo. de enero de 1937 al 31 de 

diciembre do 1938. siendo en este Ordenamiento Legal en donde se 

tija la tigura jurídica de la garantía del interés tiaca!. pero no 

como condición para ejercitar el derecho de oposición, sino 

unicamente para el efecto de que se suspendiera el procedimiento 

coactivo, ya que la sola interposición do Ja demanda no traía como 

c~neecuencia la suspensión de la ejecución, y es así que el 

artículo 42 consagró las formas de garantizar el interés tiscal. 

como se aprecia del siguiente texto: 

"Art. 42.- La interposición de la demanda en 
los juicios de oposición. no suspenderá la 
ejecución de la resolución impugnada, sino 
cuando el actor asegure el interés fiscal a 
satisfacción del Tribunal. mediante: 

a).- Depósito o prenda: 

bl.- Fianza: 



cl .- Hipoteca; 

dl.- Embargo precautorio. 

En este aJtimo caso. el Tribunal Fiscal 
comunicará su resolución a la correspondiente 
autoridad ejecutora para que éeta proceda a 
practicar el secuestro. Cuando la oposición 
se interponga contra un cobro que por su 
cuantia pueda afectar el equilibrio del 
presupuesto. el Tribunal ordenar4 que se 
constituya depósito en la Tesorer1a." 

Como se podrá observar de la transcripción anterior. el 

numeral en cuestión contemplaba como una forma.de garantizar el 

inter~s fiscal el embargo precautorio, que se tenia que ofrecer 

ante el Tribunal Fiscal. quien a su vez se lo comunicaba a la 

autoridad ejecutora para que procediera al secuestro de los bienes 

que serian objeto de la garantia. 

Nótese que se utilizó la palabra "secuestro" como 

sinónimo de embargo. pero cabe hacer la aclaración que embargo y 

secuestro tienen diferente significado. Secuestro ea quitar. 

sustraer. y la palabra embargo propiamente dicha. quiere decir 

aseguramiento sin extracción: pero dejaremos este estudio para 

otro capjtulo de este trabajo. en donde se hard más amplia la 

explicación respecto a las diferentes connotaciones de ambas 

figuras. 

Ahoro bien. la garant.:!a era fijada por el Magistrado 

semanero rsegún articulo 17 de Ja Ley de Justicia Fiscal!. y la 

forma en que pod1a consistir la garant1a estaba regulada por el 
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numeral transcrito, siendo dsta depósito o prenda, 

hipoteca y embargo precautorio. 

fianza, 

Dado el desarrollo del Tribunal Fiscal de la Federación 

y el n\lmero de controversias que se ventilaban en el mismo, la Ley 

de Justicia Fiscal se convirtió en obsoleta. por lo que el 30 de 

diciembre de 1936, el Congreso de la Unión expidió el Código 

Fiscal de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 31 de diciembre de ese mismo ano, y que entró en 

vigor el lo. de enero de 1939. 

2.- CODIGO FISCAL DE 1936. 

En eete ordenamiento. se contempla como forma de 

garantizar el interds fiscal. el secuestro, pero con la modalidad 

de llamarlo "secuestro convencional 11
• ya que podia consietir en 

embargar toda la negociación o bienes raíces previamente valuados 

por la oficina fiscal encargada del cobro. 

Así lo establece el artículo 12 del citado código, cuyo 

contenido se transeribe1 

"Art. 12.- En materia fiscal. aai como en los 
caeos de contratos administrativos. 
autorizaciones. permisos y concesiones. serán 
admisibles para asegurar loe intereses del 
Erario, por el orden de su enumeración y de 
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acuerdo con las leyes especiales, las 
siguientes garantías: 

I.- Pago bajo protesta. 

II.- Depósito de dinero. 

III.- Fianza de compaftia autorizada. 

IV.- Prenda o hipoteca. 

V.- Secuestro convencional en la via 
administrativa. de negociaciones o de bienes 
ra1ces previamente valuados ante la Oficina 
Fiscal que deba calificar la garantia. 

VI.- Fianza de persona tísica o moral que 
acredite en torma tehaciente su idoneidad y 
solvencia y se someta axpreeamente al 
procedimiento administrativo de ejecución. 

En todo caso deber4 tener bienes raíces 
inscritos en el Regiotro de la Propiedad y de 
un valor que garantice suficientemente las 
obligaciones que contraiga, 11 

El Código de 1936 es llamado aoi por algunos autores. 

porque toman como base la techa en que se expidió y publicó, pero 

tambidn podria llamarsele Código Fiscal de 1939. porque es el ano 

en que entró en vigor. 

Sin embargo. tal situación no eeta sujeta a estudio. ya 

que la investigación de este trabajo estriba sobre el embargo como 

torma de garant!a del interds !!ocal, por lo que dejamos tuera si 

se le tiene que llamar Código de 1938 ó 1939. ya que el 
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calificativo queda al arbitrio y criterio de los estudiosos del 

derecho. 

Al entrar en vigor este ordenamiento, se derogaron todas 

las leyes y disposiciones fiscales que se opusieran al contenido 

de este nuevo código, 

Por lo tanto. 

interés fiscal que se 

las disposiciones sobre del 

encontraban en 

hasta esa fecha, quedaron derogadas. 

los ordenamientos legales 

Se reguló en forma distinta 

la forma de garantizar el interés fiscal. 

El código fiscal fue, como su nombre lo indica, una 

codificación. As!, este código recoge lo que fueron disposiciones 

dispersos de la Ley de Justicia Fiscal de 1936, las disposiciones 

contenidas en el segundo capitulo de la Ley Org4nica de la 

Tesoreria de la Federación. las disposiciones de la Ley General de 

Percepciones Fiscales de la Federación, disposiciones dispereas de 

infracciones y sanciones en muchas leyes impositivas. 

En la fracción V del articulo 12 del Código de 1938, se 

reguló el secuestro convencional en la via administrativa de 

negociacíonee o bienes ratees previamente valu4dos ante la oficina 

fiscal que calificaba esta garantía. 

La forma en que debia otorgarse esta garantia. era la 

siguiente: 
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El ejecutor se conotituia en el domicilio del deudor y 

tenia que entender la diligencia precisamente con el mismo. El 

deudor tenia derecho a nombrar dos teotigo• y a designar los 

bienes que debian embargaroe, lo• cual•• debian •er 

invariablemente negociaciones o inmueble• previamente evaluados 

ante la oficina f iocal correspondiente. 

Una vez trabada la ejecución oobre biene• baotantes que 

garantizaran el inter6• fiscal, loe ponia bajo la guarda del o de 

lo• depositario• que fueran designados. 

Correopondia a 

bajo ou reoponeabilidad, 

depositario•, loo que 

loe jefes de las oficina• ejecutora•, 

nombrar y remover libremente a los 

tenian car4cter de administradores en 

embargos de bieneo inmuebles, y el de interventor•• encargado• de 

la caja en la• negociaciones comerciales, industriales o 

agricolas. 

altimas facultad•• podian vero• limitadas o 

ampliadas previo avioo que la• oficina• ejecutoras dieran a la 

Secretaria de Hacienda y Cr6dito Pablico. 

para 

Cabe 

eubeanar 

eenalar que el ejecutor •• 

discrecionalmente, cualquier 

encontraba facultado 

dificultad que ee 

llegara a presentar en la pr4ctica de la diligencia de embargo. 
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Es importante destocar que el Código Fiscal de 1938, si 

bien es cierto que reguló los formas de garantizar el interés 

fiscal, también lo es que omitió establecer los requisitos que 

deb1a reunir cada una de esas formas de garantía. 

Ello vino o ocasionar que se originara uno laguna legal 

que existió durante veintiseie anos, que fue subsanada por el 

Reglamento de lo Ley Orgánico de lo TesorerJa de lo Federación. 

publicado en el Diario Oficial de lo Federación, el 3 de octubre 

de 1964. 

El ordenamiento legal o que hemos hecho mención tuvo uno 

vigencia de casi veintiocho anos: mds de un cuarto de 

transcurrido. en donde laB condiciones económicas y sociales 

polo hobion sufrido profundos cambios. 

siglo 

~¡ 

Ante tales circunstancias, el Congreso de la Unión se 

vi6 en lo necesidad de expedir un nuevo código que estuviera 

acorde con el desarrollo de lo Noción: por lo que el 29 de 

diciembre de 1966 se aprobó un nuevo ordenamiento fiscal que entró 

en vigor el primer dio de abril de 1967. 
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3,- COOIGO FISCAL DE 1966, 

Este ordenamiento juridico también contempló las formas 

en que ee pueden garantizar el interés fiscal, quedando reguladas 

en el articulo 12, que preceptuaba: 

"Art. 12.- Las obligaciones 
fiscales a que este código 
podrdn garantizar en alguna 
siguientes: 

y los créditos 
se retiere se 
de las formas 

I.- Depósito de dinero en las instituciones de 
crédito que legalmente corresponda: 

II.- Prenda o hipoteca: 

III.- Fianza otorgada porcompaftia autorizada. 
la que no gozard de los beneficios de orden y 
exclusión: 

IV.- Secuestro en la via administrativa y, 

V.- Obligación solidaria asumida por tercero 
que compruebe su idoneidad y solvencia. 

La garantia de un crédito fiscal deberé 
comprender la de los posibles recargos y 
gastos de ejecución. 

La Secretaria de Hacienda y Crédito Pllblico 
dictard las reglas sobre los requisitos que 
deban reunir las garantias. vigilard que sean 
suficientes tanto en el momento de su 
aceptación como con posterioridad y. si no lo 
fueren, exigird eu ampliación o procedencia al 
secuestro de otros bienes. 
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Lo mismo Secretorio podr4 dispensar lo 
goront1o del interds fiscal cuando. en 
relación con el monto del crddito respectivo, 
sean notorias la amplia solvencia del deudor o 
la insuficiencia de !IU capacidad económica." 

Como se puede observar. se cambió la redacción en cuanto 

al embargo convencional, para quedar como secuestro en la via 

administrativo. conservando esto redacción hasta el 30 de 

septiembre de 1962. 

A partir del 1o. de octubre del mismo ano. sufre uno 

reformo importante el Código Fiscal de lo Federación en esto 

materia y poso o regular lo relativo o los tormos de garantizar el 

crddito fiscal. en el numeral 141, del que hablaremos m4s 

adelante. 

4.- CODIGO FISCAL DE 1982. 

En este cuerpo legal. que tuvo vigencia o partir del 1o. 

de octubre de 1962. es donde el legislador establece -en el 

articulo 141- los tormos en que se puede garantizar un crddito 

fiscal a favor de las autoridades fiacales, siendo éstas: 

"Art. 141. - Los contribuyentes podr4n 
garantizar el interés fiscal en alguna de las 
formas siguientes: 
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I.- Depósito de dinero en los instituciones de 
cr6dito autorizadas para tal efecto. 

II.- Prenda o hipoteca. 

III.- Fianza otorgada por institución 
autorizado. la que no gozar6 de loe beneficios 
de orden y excusión. 

IV.- Obligación solidaria asumido por tercero 
que compruebe su idoneidad y solvencia. 

v.- Embargo en lo v1o administrativa. 

La garant1a deber6 comprender. adem6s de las 
contribuciones adeudadas. loe acceeorioe 
causados. ae1 como de loe que ee causen en loe 
doce meses siguientes a su otorgamiento. Al 
terminar este per1odo y en tanto no se cubra 
el cr6dito, deber6 ampliarse lo garont1o por 
el importe de loe recargos correspondientes a 
loe doce meses siguientes. 

El reglamento de este Código estoblecer6 loe 
requisitos que deber6n reunir los goront1oe. 
La Secretorio de Hacienda y Cr6dlto Público 
vigilar6 que sean suficientes tanto en el 
momento de su aceptación como con 
pooterioridad y, si no lo fueren. oxigir6 ou 
ampliación o proceder6 al secuestro de otroe 
bienee. 

Se podr6 dispenear ol otorgamiento de la 
garant1a en loe casos y con loe requisitos que 
senale el reglamento de este Código. 

La solicitud de dispenso no exime al 
contribuyente de lo obligación de garantizar 
el inter6e fiocal. en tonto se dicte 
resolución definitiva expresa respecto a la 
dispenso.•• 
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Como se puede observar de la transcripción anterior. se 

cambia el tdrmino de "secuestro en 

quedar como embargo en la via 

utilizar la palabra "embargo". lo 

la v1a administrativa". para 

administrativa. volvi6ndose a 

que signitica que vuelven a la 

denominación que para esto tipo de garantias utilizaba la Ley de 

Justicia Fiscal. que en la redacción del articulo 141 comentado, 

no ae ha reformado en esencia. 

S.- LEY DE HACIENDA DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL. 

La administración püblica tieno necesariamente que 

erogar gastos para poder prestar loe servicios pOblicos a loe que 

est4 obligada y que constituyen su objeto. 

Por tal motivo debe contar con recursos económicos. los 

cuales se atrae mediante contribuciones impuestas a los habitantes 

del pais, mismo• que recauda el Ejecutivo, de acuerdo con la Ley 

do Ingresos iniciada ante la C4mara do Diputados y expedida 

anualmente por el Congre•o de la Unión. 

El problema se presenta cuando el contribuyente no paga 

dichas contribuciones. es cuando la autoridad hace uso del 

procedimiento económico coactivo. 
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Ante tal situación. el gobernado cuenta con algunos 

recursos administrativos. pero paro interponer cualquiera de 

elloa, debe garantizar el inter6s fiscal. conforme al orttculo 141 

del Código Fiscal de la Federación. 

Lo Ley de Hacienda del Departamento del Distrito Federal 

del 31 de diciembre de 1941, ha sido objeto de retormos en 

m~ltiples ocasiones. tronstormdndose o travds del tiempo en un 

compendio o codificación de varios cuerpos legales. 

En esta ley se encuentran diversos articules quo 

contravienen lo ordenado en la Constitución Politica de los 

Estados Unidos Mexicanos: como ejemplos, o continuación se 

transcriben los siguientes criterios. eustentodos por los ce. 
Magistrados de lo H. Supremo Corte de Justicio de la Noción: 

"LEY DE HACIENDA DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO 
FEDERAL.- INCONSTITUCIONALIDAD DE SU ARTICULO 
74. FRACCION V. EN SU TEXTO VIGENTE EN 1963.­
El articulo 74. tracción V. de lo Ley de 
Haciendo del Departamento del Distrito Federal 
publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el treinta y uno de diciembre de 
mil novecientos ochenta y dos, eetoblecio que 
por concepto de derechos por lo inecripción de 
documentos en los que se coneigne la 
constitución o aumento capital de sociedades 
mercantiles, loe causantes deben pagar el 6.9 
al millar sobre el importe del capital o del 
aumento, segan el caso. en otras palabras. 
para cuantificar el monto de loe derechos se 
tomo en cuenta el capital en giro de loe 
causantes y no tanto el costo del servicio que 
presto lo administración p~bl ico, de tal 
suerte que los causantes pagarán una mayor o 
menor cantidad dependiendo siempre de su 
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capital en giro, por lo que por loe miemos 
servicios se pagan cantidades distintas. 

Es cierto que el monto de loe derechos no 
necesariamente debe corresponder con exactitud 
matem4tica al costo del servicio prestado, 
pero e1 debe fijarse en relación con dicho 
costo, pues si a tin do cuantificar su monto 
se toman en cuenta elementos complomentamente 
extranoe al costo del servicio, como lo seria 
el capital del causante, do tal manera que por 
un miemo servicio loe caueantoe paguen una 
cuota diversa, debo concluirse que la tarifa 
correspondiente ea desproporciona! o 
!noqu!tativa." 

Amparo en revisión 2345/84.- Inmuebles 
Banamex, S.A. do C.V.- 15 de octubre de 1985.­
Unanimidad de 18 votos de los senoree 
Ministros 1 López Aparicio, López Contrerae, 
Cuevas Mantecón, Castellanos Tena. Azuela 
Guitrón. Caetanón León, Fern4ndez Doblado, 
Pavón Vaeconceloe. De Silva Nava, Rodriguez 
Rold4n, Martinez Delgado, Guti~rrez de 
Velaeco, Salmor4n de Tamayo, Moreno Flores. 
Del Rio Rodriguez. Schmill Ordónez. Olivera 
Toro y presidente Jorge IM4rritu.- Ponente1 
Ernesto Diaz Infante.- Secretario: Hennin!o 
Huerta Diaz. 

"LEY DE HACIENDA DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO 
FEDERAL.- INCOSTITUCIONALIDAD DE SU ARTICULO 
74, FRACCION V. REFORMADO POR DECRETO 
PUBLICADO EL 29 DE DICIEMBRE DE 1983.- La 
tarifa que soMala el articulo 74, tracción V, 
de la Ley do Hacienda del Departamento del 
Distrito Federal para el cobro do derechos por 
la inscripción de aumentos del capital de las 
sociedades morcantilee. no guarda una relación 
aproximada con el costo del servicio prestado, 
puesto que ni siquiera atiende a dicho costo. 
sino al capital que pretende registrar el 
causante. a quien por esta razón so da un 
tratamiento tiaca! diverso no obstante que en 
cualquier caso se trata de la prestación do un 
mismo servicio. 
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En efecto, de confoi:inidad con el precepto 
legal reclamado por la mencionada inscripción 
los contribuyentes deben enterar al fisco por 
concepto de derechos el 3,5 al millar aplicado 
sobre el monto del capital cuyo registro se 
hubiese solicitado: ahora bien, de lo anterior 
se desprende con toda claridad, sin necesidad 
de prueba al respecto, que el legislador 
estableció dicha obligación tributaria en 
función del capital del causante, pues a mayor 
capital por registrar. también serd mayor la 
cantidad que se cobre por ese servicio, lo 
cual a su vez pone de manifiesto la 
inconstitucionalidad de la disposición legal 
impugnada porque. en lugar de dar un 
tratamiento igual a quienes reciben un mismo 
aervicio. establece que los derechos 
correspondientes se pagardn eegOn sea el 
capital del causante, con la consecuente 
violación a los requisitos de proporcionalidad 
y equidad en materia tributaria que consagra 
el articulo 31 fracción IV de la Constitución 
Federal. 11 

Amparo en revisión 886/85.- General Popo, 
S.A.- 29 de octubre de 1985.- Unanimidad de 16 
votos de los seftores Miniatros: López 
Aparicio, López Contreras, Cuevas Mantecón, 
Castellanos Tena, Azuela Guitrón, Caotaftón 
León, Diaz Infante. Fern4ndez Doblado, Pavón 
Vasconcelos, Rodríguez Rold4n. Martinez 
Delgado, Guti6rrez de Velaoco. Gonz4lez 
Martinez. Moreno Florea, Schmill Ordóftez. y 
presidente Jorge Ift4rritu.- Ponente: Fernando 
Caotellanos Tena.- Secretario: Alfredo Villeda 
Ayala. 

Pleno.- Informe 1985, la. pt .. p. 414. 

"LEY DE HACIENDA DEL DISTRITO FEDERAL 
(REFORMADA POR DECRETO PUBLICADO EL 30 DE 
DICIEMBRE DE 1980).- SU ARTICULO 692, FRACCION 
XV ES VIOLATORIO DEL ARTICULO 31, FRACCION IV. 
CONSTITUCIONAL.- El monto de loe derecho• no 
necesario.mente debe corresponder con exactitud 
matem4tica al costo del servicio pre•tado. 
pero si debe fijarse en relación con dicho 
costo. pues si a fin de cuantificar su monto 
se toman en cuenta elementos completamente 
extranos al costo del servicio. como lo oeria 
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el capital del coueante, de tal manero que por 
un miemo servicio loa caueantee paguen una 
cuota diverso, debe concluiree que lo tarifo 
correspondiente es deeproporcionol e 
inequitotivo. 

El art1culo 692, fracción XV, de lo Ley de 
Haciendo del Departamento del Distrito 
Federal, reformado por decreto publicado en el 
Diario Oficial de lo Federación del 30 de 
diciembre de 1980, eetoblece que por concepto 
de derecho• por la inscripción de documentos, 
en loe que se consigne lo constitución o 
aumento de capital de ~ociedodes mercantiles, 
loe coueantee deben pagar el 6 al millar sobre 
el importe del capital o del aumento, eegOn el 
coeo, lo cual significo, en otrae polobroe, 
que poro cuantificar el monto de loe derechos 
ee toma en cuento el capital en giro de loe 
causantes y no el costo del servicio que 
presto lo administración pOblico, de tal 
suerte que loa causantes pa;ar4n una mayor o 
menor cantidad dependiendo siempre de eu 
capital en giro, por lo que por loe miemos 
servicios se pagan cantidades distintas. 

Por tonto, lo citado disposición legal es 
inconstitucional, porque no prev• uno adecuado 
proporción entre loe derechos que se coueon y 
el coato del servicio prestado. 11 

l\mporo en revisión 1127/83.- Banco Nocional de 
M•xico, S.A.- 6 de febrero de 1985.­
Unanimidad de 17 votos ee loe eenoree 
Minietroe1 López Aparicio, Cuevas Mantecón. 
Coetellonoe Tena. Azuelo Guitrón, D1oz 
Infante, Fern4ndez Doblado, Pavón Voeconcelos, 
De Silva Novo, Rodr1guoz Rold4n, Palacios 
Vorgoe, Guti•rrez de Veloeco, Gonz4lez 
Mort1nez, Solmor4n de Tomoyo, Moreno Flores, 
Del R1o Rodr1guez, Olivero Toro y presidente 
Jorge Ift4rritu.- Ponente: Francisco H. Pavón 
Voeconceloe.- Secretorio: Arturo !turbe Rivoe. 

Pleno. Informe 1985, lo. pt. p. 415. 

Obro Conmemorativo del Quincuog•eimo 
Aniversario de lo Promulgación de lo Ley de 
Justicio Fiscal.- LA INTERPRETACION 
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CONST1TUCIONAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACION EN MATERIA DE IMPUESTOS 1917-
198~.- Ezoquiol Guerrero Lara, Aurora Cortina 
G. Quijano (Compiladores), P4qinas 140, 141 y 
142. 

Como se puede apreciar en las tesis antes transcritas, 

•l motivo por ol cual los preceptos de la Ley de Hacienda del 

Departo.mento del Distrito Federal. resultan anticonstitucionales 

es debido a que la autoridad. al fijar un impuesto a los 

particulares. debo tomar en cuenta el principio de 

proporcionalidad y equidad. el cual debe prevalecer on un pa1s 

como el nuestro. donde impera un estado de derecho. 

En esto sentido. la H. Suprema Corte de Justicia, en 

reiteradas ocasiones ha sostenido que: 

"PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD DE LOS IMPUESTOS.­
El principio de legalidad se encuentra 
claramente establecido por el art1culo 31 
constitucional. al expresar, en su fracción 
IV, que los mexicanos deben contribuir para 
los gastos pú.blicos "de la manera proporcional 
y equitativa que dispongan las leyes" y est4 
además. minuciosamente reglamentado en su 
aspecto formal por diversos preceptos que se 
refieren a la expedición de la Ley de 
Ingresos. en la que se determinan los 
impuestos que se causarán y recaudarán durante 
el per1odo que la misma abarca, 

Por otra parte. examinando atentamente este 
principio de legalidad a la luz del aistema 
general que informa nuestras disposiciones 
constitucionales en materia impositiva y do eu 
explicación racional e histórica. se encuentra 
que la necesidad de que la carga tributaria de 
loe gobernados est~ establecida en una Ley. no 
significa tan sólo que el acto creador del 
impuesto deba emanar de aquél Poder que 
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contorme a la Constitución del Estado eetd 
encargado de la tunción legislativa, ya que 
ae1 se eatietace la exigencia de que sean loe 
propios gobernados, a trav's de eue 
representantes, los que determinan las cargas 
tiecales que deben soportar. sino 
tundamentalmente, que loe caracteres 
esenciales del impuesto y la torma, contenido 
y alcance de la obligación tributaria, eetdn 
consignados de manera expresa en la Ley, de 
tal modo que no quede margen para la 
arbitrariedad de las autoridades exactoras, ni 
para el cobro de impuestos imprevisibles o a 
t1tulo particular. sino que el sujeto pasivo 
de la relación tributaria pueda en todo 
momento conocer la torma cierta de contribuir 
para loe gastos pllblicoe del Estado, y de loe 
Municipios y a la autoridad no quede otra cosa 
sino aplicar las disposiciones generales de 
observancia obligatoria dictadas con 
anterioridad al caso concreto de cada 
causante. 

Esto. por lo demde, es consecuencia del 
principio general de legalidad. conforme al 
cual ningOn organo del Estado puede realizar 
actos individuales que no eetdn previstos o 
autorizados por disposición general anterior, 
y eetd reconocido por el art1culo 14 de 
nuestra Ley Fundamental. 

Lo contrario, es decir, la arbitrariedad en la 
imposición, la imprevisibilidad en las cargas 
tributarias y loe impuestos que no tengan un 
claro apoyo legal, debe considerarse 
absolutamente prescrito en el r'gimen 
constitucional mexicano. sea cual tuere el 
pretexto con que pretende Juetiticdreolo." 

7a. Ep .. Vol. 64. la. pt,, p. 90. Amparo en 
revisión 6141/59. - "Tipogr<!fica Comercial", 
S.A. y coags .. 25 de abril do 1974. unanimidad 
do 17 votos.- Ponente: Alfonso Lópoz Aparicio. 

Obra Conmemorativa del Quincuag,simo 
Aniversario de la Promulgación do la Ley de 
Justicia Fiscal.- LA INTERPRETACION 
CONSTITUCIONAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACION EN MATERIA DE IMPUESTOS 1917-
1985 .- Ezequiel Guerrero Lara. Aurora Cortina 
G. QuiJano CCompiladoreel. pdg. 176. 



Esta Ley, a diferencia del Código Fiscal, no es uno 

regulación general o de principios comunes en materia tributaria, 

sino que se avoca a diversos impuestos, leyes y reglamentos 

fiscales, relativos al Departamento del Distrito Federal. 

Si bien es cierto que la ley sena!a algunos recursos 

administrativos en contra de resoluciones fiscales relativas a la 

Haciendo P~blica del Distrito Federal, también lo es que es omisa 

al no senolar procedimiento alguno. para su debido substanciación, 

yo que ~nicamente se remito a los reglas que _contempla el Código 

Fiscal de la Federación para tal efecto. 

Cabe eenalar que el tema que nos ocupa en el presente 

trabajo no se encuentra contemplado en la citada Ley. motivo por 

el cual. debe estarse a lo establecido en el Código Fiscal de lo 

Federación. mismo que ya fue analizado. 



CAPITULO II 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCION. 

1.- LA FACULTAD ECONOMICA COACTIVA. 

2.- SUSPENSION DEL PROCEDIMIENTO. 

3.- REQUISITOS PARA QUE PROCEDA LA SUSPENSION. 

4.- MINIMO Y MAXIMO EN EL PAGO DE GASTOS DE EJECUCION. 

S.- VIOLACION DE LA SUSPENSION. 
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1.- LA FACULTAD ECONOMICA COACTIVA. 

El Código Fiscal de lo Federación vigente eenolo en su 

numeral 6, segundo pdrrafo. que corresponde a los contribuyentes 

lo determinación de los contribuciones a su cargo, salvo 

disposición expresa en contrario, lo cual llevan a cabo mediante 

declaraciones mensuales. bimestrales y anuales. eegün sea el caso. 

Pero se puede dar tdllll>ién el supuesto que el 

contribuyente al declarar no manifieste en su totalidad los hechos 

que llevó a cabo, y las autoridades fiscales cuentan con un 

término de cinco anos CArt. 146) para ejercitar sus fac4ltodes 

paro comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales, 

determinar las contribuciones omitidas y sus accesorios, puede 

descubrir los omisiones en que incurrió el contribuyente y por 

medio del procedimiento administrativo de ejecución, proceder al 

cobro de los tributos que se omitieron enterar al momento de 

efectuar lo declaración. 

Tambien se puede dar el caso que el causante no presente 

ninguno declaración y los autoridades administrativos. mediante el 

control de fiscalización, pueden descubrir los hechos generadores 

no declarados. procediendo o determinar y liquidar los créditos 

fiscales. para que mediante el procedimiento económico coactivo, 

ingresen al erario federal los impuestos determinados. según lo 



28 

establece el articulo ~6 del Código Fiscal do la Federación. que 

orden!!: 

Lo 

'' ... las autoridades tiaca.les calcular6.n los 
ingresos brutos de loe contribuyentes. el 
valor de loe actos. actividades o activos 
sobre los que procedo el pago de 
contribuciones, poro ol ejercicio do que se 
trate. indistintomente con cualquiera de los 
siguientes procedimientoe1 

"I.- Utilizando los datos de lo contabilidad 
del contribuyente: 

"II .- Tomando como base los datos contenidos 
en los declaraciones del ejercicio 
correspondiente o cualquier contribución, seo 
del mismo ejercicio o do cualquier otro, con 
las moditicocionee quo. en su coso, hubieran 
tenido con motivo del ejercicio de las 
tocultodes de comprobación. 

"III. - A partir de lo intormoción que 
proporcionen torceros o solicitud do los 
autoridades tiscoles. cuando tengan relación 
do negocios con el contribuyente: 

"IV.- Con otro intormoción obtenido por las 
autoridades fiscales en el ejercicio de sus 
facultados de comprobociónz 

"V.- Utilizando medios indirectos de lo 
investigación económico o do cualquier otra 
claae." 

doctrino nocional como la extranjera. a este 

procedimiento le han llamado lo facultad económica coactiva o 

procedimiento administrativo de ejecución, que es como se 

encuentro regulado el Código Fiscal do lo Federación. Y osi 
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tenemos que Fenech (1), define al procedimiento administrativo de 

ejecución como; 

11 El medio jur1dico con el cual se logra ta 
satisfacción del acreedor. cuando peste no se 
consigne e través de le prestación del deudor 
y es necesario conseguir equelle satisfacción, 
independientemente de le voluntad del obligado 
y venciendo toda su contraria voluntad. 11 

El tratadista Emilio Mergain Maneutou (2), es de la 

opinión que: 

ºEl procedimiento económico coactivo es uno de 
loe perticulariemos del derecho tributario 
esencialisimo pare la hacienda pübnlica, pues 
el mismo le permite la obtención o 
aseguramiento en forme rapide, económica y 
oportuna de loe créditos fiscales que le 
corresponden. 11 

Existen leyes que aún cuando no eon fiscales. hacen 

alusión al procedimiento económico coactivo. Un ejemplo lo 

tenemos en el articulo 29 penültimo párrafo del Código Penal para 

el Distrito Federal. que eenala: 

11 
•• • Si el sentenciado se negare sin causa 

justificada a cubrir el importe de la multa, 
el Estado la exigirá mediante el procedimiento 
económico coactivo.º 

Cll FENECH. MIGUEL. Principios de Derecho Procesal Tributario.­
Tomo II. Boch. Tercera Edición. Barcelona. Espana. 1949, 
pág. 12. 

C2l Ml\RGAIN MANAUTOU. EMILIO. Introducción al Estudio del Derecho 
Tributario Mexicano.- Universidad Autónoma de Sen Luis 
Potosi. Tercera Edicion. M6xico. 1973. pág. 266. 
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En este supuesto, el problema eer1a cómo aplicarle el 

procedimiento admimietrativo de eJecucion. lSer1a acaso con apoyo 

en el Código Fiscal de la Federación. olvidando el Juzgador que se 

trata de un asunto meramente penal? 

Eete ejemplo. debido a que se aparta de nuestro tema 

central de estudio no lo analizaremos y por lo tanto 

continuaremos con los problemas fiscales que nos ocupan. 

En nuestro Código Fiscal. en el numeral 145 pdrrafo 

primero. se dispone que mediante el procedimiento administrativo 

de ejecución, las autoridades fiscales exigirdn el pago de los 

cr6ditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados 

dentro de los plazos senalados por la ley. 

En mi opinión, el procedimiento administrativo de 

ejecución es la actividad que desarrollan las autoridades fiscales 

(ejecutoras) para hacer efectivos loe cr4ditos a su favor. y que 

no fueron cubierto~ dentro de los plazos establecidos por la ley y 

de los que tueron determinados mediante el ejercicio de las 

facultades de la autoridad. 

Algunos estudiosos del derecho, ponen 

constitucionalidad de la facultad económica coactiva 

en duda la 

del Estado. 

En.este sentido. la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

emitido tesis jurisprudenciales como la que a continuación me 

pennito tranecribir1 
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"FACULTAD ECONOMICA COACTIVA, -
CONSTITUCIONALIDAD DE LA.- Conforme a los 
art1culos 14. 17. 21 y 22 de la Constitución 
Federal, la regla general que establece que 
nadie puede hacerse justicia por propia mano, 
ni desposeer a otro. ni imponerle sanciones. 
sino sólo la autoridad judicial, que ea la 
anica facultada para realizar esas funciones. 
ea una regla que la invariante tradición hace 
inaplicable trat4ndoee del cobro de impuestos, 
derechos y algunos aprovechamientos (entre 
éstos los recargos y lae multas), que tienen 
naturaleza fiscal. en cuanto a que ee pueden 
hacer efectivos mediante el procedimiento 
económico coactivo. cuya fundamentación 
constitucional se ha encontrado por la 
doctrina y la jurisprudencia en la tracción IV 
del art1culo 31 constitucional. 

Por lo dem4s, el cobro de impuestos, multas. 
etc .. siempre se debe hacer, conforme a este 
precepto, con base en una ley emanada del 
Poder Legislativo que determine todos los 
elementos del cobro, para no dejar ningún 
elemento del mismo al arbitrio de la autoridad 
fiscal, y ae1 puede un deudor saber siempre de 
antemano a qué pagos est4 sujeto por voluntad 
del legislador. y por qué motivos, y en qué 
cantidad. Y a cambio de tal seguridad, la 
autoridad puede hacer el cobro de impuestos, 
derechos y recargos, y la imposición de 
multas. sin necesidad de acudir previa.mente a 
los tribunales, respetando el debido proceso 
senalado en el art!culo 16 constitucional. o 
sea, fundando y motivando el cobro, y 
haciéndolo por medio de mandamiento escrito de 
autoridad competente, lo que implica que sea 
hecho por un órgano creado por el Congreso, y 
dotado por él de las facultades tiscalee 
ejercitadas. 

Y el uso incorrecto de las facultades 
económico-coactivas podr6 ser. en todo caso. 
remediando mediante el uso de loe recursos. 
medios de defensa o juicios que procedan 
contra los actos de autoridad tiscal. As1 se 
compagina la seguridad de los gobernados con 
la necesidad del gobierno de hacer una 
recaudación eficiente de los fondos necesarios 
para loe gastos. ya al recaudar esos tondos. 
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yo al imponer loo sanciones quo tienen o que 
soo eticionto su pago. 

Si so negase o lo autoridad tiscol el dorocho 
o lo !ocultad oconómico-coactiva. se crearía 
un caos en la administración. sin tener para 
ello un apoyo sólido en nuestro texto ni on 
nuestra tradición constitucionales. 

Resulto pertinente citar la opfoión de 
Val lorto. cuando dec1o: "Pretender quo. los 
jueces y sólo los jueces hagan tal cobro, 
siempre que ol deudor se resista al pago, aun 
sin alegar excepciones quo deban decidirse 
judicialmonto, es tan inconstitucional y aun 
mds absurdo que quoror quo los empleados 
administrativos calitiquon osas excepciono• 
sin someterlas al conocimiento judicial." 

7o, Ep. Vol. 83, 6a. pt .• p. 33, Primor 
Circuito. Primero Administrativo. Amparo on 
revisión 371/75.- Mois6s Sidauy Ch. CABA. 
S.A.), 4 do noviombro de 1975, unanimidad do 
votos. Guillermo Guzmdn Orozco. 

Obra Conmemorativa del Quincuag6simo 
Aniversario de la Promulgación de la Loy do 
Justicia Fiscal.- LA INTERPRETACION 
CONSTITUCIONAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACION EN MATERIA DE IMPUESTOS 1917-
1985.- Ezequiel Guerrero Lora. Aurora Cortina 
G. Quijano (Compiladores). pdgs. 74 y 75. 

Es decir. la v1a ejecutiva constituye indudablemente un 

mecanismo privilegiado que se aplica con inmediatez, sin la 

triangulación caracter1otica de los procedimientos civiles. 

En la relación tisco-contribuyonte sólo existen dos 

partes. o sea, un sujeto acreedor. que es la autoridad fiscal y un 

particular Ccontribuyentol que asume el cardcter de deudor. sin 

que entre ambos aparezca la tigura tradicional e imprescindible 
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del juzgador de los procedimientos civiles. y precisamente ha sido 

esto peculiaridad del procedimiento ejecutivo que se le conoce 

también con el nombre de facultad económico coactivo: lo que 

tiempo atr4e fue materia de controversia. en virtud de que muchos 

estudiosos del derecho argumentaban que to! facultad resultaba ser 

violatoria de las garanttas individuales consagradas en los 

articulos 14. 16, 17 y 22 de la Constitución Politice de los 

Estados Unidos Mexicanos, que en la actualidad tal polémico ae ha 

tenido como definitivamente liquidada o favor de la legalidad 

constitucional de la facultad económico coactiva. 

Como la cuestión ha sido sumamente explorada y divulgada 

y por no ser éste el objetivo do! presente trabajo, sólo a grandes 

rasgos se hard referencia. tomando las notas que al respecto hace 

el Licenciado Armando Herrero Cuervo C4l. quien hace suyas las 

diversos del ilustre Maestro Gobino Froga. en su obro Derecho 

Administrativo. Décima Tercero Edición, p4ginas 353 y siguientes. 

a saber: 

"Podemos resumir en la forma siguiente las 
opiniones contradictorias que existen al 
respecto: 

"1.- Se dice que se viola el articulo 14 de la 
Constitución. porque éste ordena que nadie 
puede ser privado de sus posesiones o 
derechos. sino mediante juicio seguido ante 
los tribunales previamente establecldos. en el 

(41 Herrera Cuervo, Armando.- Tribuno! Fiscal de la Federación. 45 
Anos. Tomo II . Me:d co. Aqosto de 1982. p4g. 715. 
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que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las leyes expedidas 
con anterioridad al hecho. 

"De los Argumentos que !le han expuesto en 
contra del ejercicio de la facultad, 
indudablemente el que se basa en el citado 
precepto es el que tiene mayor tuerza, dados 
los Urminos tan amplios en que concedido, sin 
embargo, se han preponderado los argumentos 
que sostienen que como la obligación de pago 
del impuesto no es una obligación de car4cter 
civil que esté regulada por el derecho comOn, 
sino una imperiosa exigencia de una necesidad 
politica que la constituye en un servicio 
pOblioo, quo debe prestarse aon contra la 
voluntad del obligado, no puede dicha 
obligación asumir la forma judicial. 

"De modo que el articulo 14 que se alega en su 
contra no puede abarcarlo dentro de sus 
posiciones.- "Seria preciso, dice Vallarta, 
pretender que éstos (los jueces) puedan 
administrar. porque administrar os justamente 
cuidar de qua los servidores pOblicos se 
presten en la formna que lo ordenan las leyes, 
para atribuirles la jurisdicción que se 
intenta darles: seria forzoso. en fin, 
confundir las facultades de los poderes 
pOblicos, alterando la naturaleza de les 
asuntos que a ellos corresponde. para insistir 
en que el apremio necesario para el 
cump11mi•nto d• los deber•• politicoa, 
adminiatrativo•. debe ser judicilll, 
contencioao". (op. cit. p. 41) Estudio sobre 
la Conatitucionalidad de la Facultad Económico 
Coactiva) 

"2.- Se dice que dicha facultad contraria lo 
dispueatopor el articulo 17 constitucional. 
porque si éste prohibe hacerse jueticia por 
simismo y ejercer violencia para reclamar el 
derecho. disponiendo que los tribunales estén 
siempre expeditos para administrar justicia, 
el Poder Ejecutivo, al exigir en la via de 
apremio el pago de un adeudo fiscal. en 
realidad s@ est4 haciendo justicia por si 
mismo y ejerciendola violencia que prohibe el 
precepto de que se trata. 
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1'Esa misma objeción que se presenta contra la 
acción directa para la ejecución do las 
resoluciones administrativas en general, le 
hemos estudiado en su oportunidad (V. supra. 
nll!nero 239) y nos referimos a la opinión del 
mismo Ministro Vallarta. que ahora ropetimos1 

"Si el poder administrativo. dice. ejerciera 
violencia exigiendo los servicios públicos que 
la ley impone a los ciudadanos. de la manera 
proporcional y equitativa que la misma ley 
ordena: si a ese poder le eotuviora prohibido 
obligar al particular aún por la tuerza a que 
preste los servicios públicos que lo tocan. le 
seria imposible. y estarla de sobra aqu61 de 
los tres poderes a quien la Constitución 
encarga que provea en la esfera administrativa 
a la ex~cta observancia de las leyes, supuesto 
que para cada uno de sus actos. aOn para 
exigir una multa porintracción de bandos de 
policia. necesito.ria el auxilio do un juez que 
legitimara estas violencias ... 11

• 

"Todas las legislaciones han considerado como 
esencial elemento de la violencia la 
injusticia. la taita de derecho y el abuso de 
la tuerza del que la emplea. Suponer, pues. 
que una autoridad hace violencia cuando 
obedece la ley, es subvertir todos los 
principios. !op. cit. p6.ginas 51 y ~2). 

"3.- Por último. se afirma que existe 
violación del articulo 22 Constitucional con 
el ejercicio de la facultad económico 
coactiva. pues al hablar éste de que no se 
considera como contiscación de bienes la 
aplicación total o parcial de los que 
corresponden a una persona para el pago de 
impuestos o multas. indica que esto ocurre 
siempre que es aplicación sea hecha por la 
autoridad juridicial. lo que viene a 
significar que es dicha autoridad la que debe 
intervenir para el cobro de tales impuestos y 
multas. 

"La Suprema Corte de Justicia ha interpretado 
el articulo 22 que se cita. en el sentido de 
"que si bien el legislador quiso que la 
aplicación de los bienes de una persona para 
el pago de la responsabilidad civil 
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provenientes de la comisión de un delito. sea 
hecha exclusivamento por la autoridad 
juridicial, no exige lo miemo cuando ee trata 
del pago de impueetoe o multaei siendo este 
criterio enteramente lógico, agrega, porque lo 
eetablece con toda claridad el precepto 
transcrito, cuanto porque la tributación es 
inherente al ejercicio de la eoberania que 
proviene de la miema Constitución y nada hay 
m4e consecuente con ella como que el Poder 
Ejecutivo, a quien la propia Constitución 
Pol1tica impone la obligación de proveer en la 
estera administrativa, la exacta observancia 
de las leyes, tenga lae tacultadee necesarias 
para hacer efectiva aquella función de la 
soberan1a. recaudando el impuesto". (Semanario 
Judicial de la Federación. t. XXV. pdgina 
1,96)." 

Sentado lo anterior. concluyo tai como lo expresa el 

Maestro Gabino Fraga, que la facultad económico coactiva es un 

instrumento necesario para que la administración pOblica pueda 

hacer efectivos loe impuestos, porque de otro modo, se varia en 

apuros para poder ejercitar las atribuciones que le son 

encomendadas. pero con la salvedad que tal facultad so debe 

ejercitar conforme marca la ley, porque la autoridad sólo puede 

hacer aqu,llo que la ley le permite. 

2.- SUSPENSION DEL PROCEDIMIENTO. 

Una vez determinado el cr,dito a cargo del particular. 

si '•te no lo ha pagado o garantizado. la autoridad adminietrativa 

hard uso del procedimiento administrativo de ejecución. que es el 
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medio que utiliza el Estado para exigir al contribuyente el 

cumpl !miento forzado de sus obligaciones fiscales. 

Cuando •e ha iniciado dicho procedimiento. lo m6.s 

importante para la seguridad del contribuyente es la 

del procedimiento económico coactivo. pero sin 

principio de "Solve et Repete". que significa "paga y 

sea primero paga y después reclama 

suspensión 

aplicar el 

reclama 11
• o 

Ahora bien, de aplicarse el principio seno.lado 

anteriormente no 

procedimiento de 

tendr1a sentido solicitar 

ejecución: principio que es 

la suspensión 

aplicado en 

del 

loo 

po.1ses europeos. en donde sus ordenamientos Jur1dicos asi lo 

establecen y que consiste en presentar primero el recurso 

contenciooo administrativo. previo el cumplimiento de la orden de 

pago. 

En México por fortuna. no se contempla en la legislación 

ese principio, ya que para interponer la demanda o medio legal. no 

se exige el pago previo. sino lo importante es garantizar el 

interés fiscal. que no es lo mismo que pagar. 

Para que proceda 

económico coactivo. durante 

administrativo o Juicio de 

la suspensión del 

la tramitación de 

nulidad e inclusive 

procedimiento 

alglln recurso 

el Juicio de 

amparo. es necesario que el interés fiscal se asegure y que la 

suspensión se solicite por escrito, ofreciendo la garant1a del 
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adeudo. que puede ser cualquiera de las formas que menciona el 

numeral 141 del Código Fiscal de la Federación. de las cuales yo 

se hizo mención en el capitulo anterior: y que dentro de los 

cuarenta y cinco d1as siguientes a la fecha en que surta efectos 

la notificación del acto cuya ejecución se solicita se suspende, 

el deudor presentará copia sellado del escrito con el que hubiere 

intentado recurso administrativo o Juicio. 

Esto situación está contemplado en el numeral 144 del 

ordenamiento legal invocado con anterioridad, cuyo contenido me 

permito transcribir: 

11 No se ejecutarán los actos administrativos 
cuando se solicite la suspensión ante lo 
autoridad ejecutora y se acompanen los 
documentos que acrediten que sea garantizado 
el inter6s fiscal. Dentro de los cuarenta y 
cinco d1as siguientes a la fecha en que surta 
efectos la notificación del acto cuya 
ejecución ee suspende. se deberá presentar 
copia sellada del escrito con el que se 
hubiera intentado recurso administrativo o 
Juicio. 

"En caso contrario. la autoridad estará 
facultada para hacer efectiva la garant1a. aún 
cuando se trate de fianza otorgada por 
compa~1a autorizada. 

"Cuando en el medio de defensa ee impugne 
ünicamente alguno de los créditos determinados 
por el acto administrativo. cuya ejecución fue 
suspendida. ee pagarán los créditos fiscales 
no impugnados con los recargos 
correspondientes. 

"Si se controvierten sólo determinados 
conceptos de la resolución administrativa que 
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determinó el crédito fiscal, el particular 
pagar& la parte consentida del crédito y los 
recargos correspondientes, mediante 
declaración complementaria y garantizará la 
parte controvertida y sus recargos. 

"En el supuesto del párrafo anterior, si el 
particular no presenta declaración 
complementaria, la autoridad exigirá la 
cantidad que corresponde a la parte 
consentida. sin necesidad de emitir otra 
resolución. Si se confinna en forma 
definitiva la validez de la resolución 
impugnada. la autoridad procederá a exigir la 
diferencia no cubierta, con loe recargos 
causados. 

"El procedimiento administrativo quedará 
suspendido hasta que se haga saber la 
resolución definitiva que hubiera reca!do en 
el recurso o juicio. 

"No se exigirá garantia adicional si en el 
procedimiento administrativo de ejecución ya 
se hubiera •mbargado bienes suficientes para 
garantizar el interés fiscal. En todo caso, 
se observará lo dispuesto en el antepenúltimo 
párrafo del articulo 141 de este Código. 

"En caeo de negativa o violación a la 
suspensión del procedimiento administrativo de 
·ejecución. los interesados podrán ocurrir al 
superior jerárquico de la autoridad ejecutora 
si se eetá tramitando recurso. o ante la Sala 
del Tribunal Fiscal que conozca del juicio 
respectivo. acampanando los documentos en que 
conste el medio de· defensa hecho valer y la 
garant!a del interés fiscal. El superior o la 
Sala ordenará a la autoridad ejecutora que 
suspenda provisionalmente el procedimiento 
administrativo de ejecución y rinda informe en 
un plazo de tres d1as, debiendo resolver la 
cuestión dentro de los cinco d!as siguientes a 
su recepción," 

Ahora bien. cabe hacer la aclaración de que el artículo 

transcrito únicamente se refiere al juicio en forma general. pero 
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debemos entender que se está refiriendo tanto al de nulidad. como 

al de amparo: por tanto, mientras los tribunales competentes no se 

pronuncien respecto de la controversia planteada. será necesario 

que el deudor presente la copia sellada del escrito con el que 

hubiere intentado recurso administrativo o juicio. 

Sentado lo anterior. y una vez efectuado el 

requerimiento de pago, sea el crédito un tributo no pagado o una 

sanción fiscal por notificación hecha en los términos de los 

art1culos del 134 al 137 del Código Fiscal actual. procede la 

ejecución. segan el precepto 14~. cuyo contenido transcribo: 

"Las autoridades fiscales exigirán el pago de 
los créditos fiscales que no hubieren sido 
cubiertos o garantizados dentro de los plazos 
seftalados por la ley, mediante el 
procedimiento administrativo de ejecución. 

"Se podrá practicar embargo precautorio. para 
asegurar el interés fiscal, antes de la tocha 
en que el crédito fiscal esté determinado. o 
sea exigible, cuando a juicio de la autoridad 
hubiera peligro do que el obligado se ausento. 
enajene u oculte sus bienes. o realice 
cualquier maniobra tendiente a evadir el 
cumplimiento. Si el pago oe hiciere dentro de 
los plazos legales, el contribuyente no estará 
obligado a cubrir los gastos que origine la 
diligencia y se levantará el embargo, 

"El embargo quedará sin etecto si la autoridad 
no emite. dentro del plazo de un ano contado 
desde la fecha en que fue practicado. 
resolución en la que determine créditos 
fiscales. Si dentro del plazo senalado la 
autoridad los determina. el embargo 
precautorio se convertirá en definitivo y se 
proseguirá procedimiento administrativo de 
ejecución conforme a las disposiciones de este 
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capitulo. debiendo dejor constancio de lo 
resolución y de la notificación de la misma en 
el expediente de ejecución. Si el particular 
garantiza el interés fiscal en los términos 
del articulo 141, se levantará el emborgo. 

"El emborgo precoutorio practicodo antes de la 
fecho en que el crédito fiscal sea exigible, 
se convertirá en definitivo al tiempo de la 
exigibilidod de dicho crédito fiscal y se 
aplicord el procedimiento administrativo de 
ejecución. 

11 Son apl icablee al embargo precautorio a· que 
este orticulo se refiere y al previsto por el 
articulo 41. tracción II. las disposiciones 
establecidas paro el embargo y paro la 
intervención en el procedimiento 
odministrotivo de ejecución que. conforme o su 
naturaleza. le sean aplicables, 

"En ning'1n caso se aplicará el procedimiento 
administrotivo de ejecución para cobrar 
créditos derivados de productos." 

De la transcripción realizada ee advierte que su 

contenido permite que las autoridades fiscales emborguen 

precautoriamente bienes del deudor. cuando exista temor por parte 

de ellas de que éste se ausente u oculte: dicho emborgo subsistiré 

hosta que la autoridad emita su resolución. después de ello el 

emborgo posorá de precautorio a definitivo. lo que significa a 

criterio del exponente. que el crédito fiscal queda gorontizodo en 

términos de la fracción V del numero! 141 ya transcrito. por lo 

que no se podrá continuar con el procedimiento económico coactivo, 

m6xime si ya fue solicitada la suspensión. porque de ser as1. 

convierte en letra muerta la fracción V del multicitado numeral 
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141, el cual contempla que el contribuyente puede garantizar el 

débito tiecal con el embargo en la v!a administrativa. 

Ahora bien. si el art1culo 144 que dispone que no se 

ejecutardn loe actos administrativos cuando ee garantice el 

interés fiscal, constituye una garantia para el particular. ol 

numeral 145 lo convierte en letra muerta. ya que al regular el 

embargo precautorio que ee lleva a cabo cuando "a juicio de la 

autoridad hubiere peligro de que el obligado se ausente. enajene u 

oculte sus bienes o realice cualquier maniobra tendiente a evadir 

el cumplimiento.". 

En efecto, el precepto 145 citado otorga facultades 

discrecionales a la autoridad administrativa. quien en uso de lo.e 

mismas puede arbitrariamente. privar do sus bienes al 

contribuyente. Un ejemplo de lo antes expuesto ee ve claramente 

reflejado en la tesis que a continuación se transcribe: 

"EMBARGO PRECAUTORIO PARA ASEGURAR EL INTERES 
FISCAL. NO ES NECESARIO QUE SE ESCUCHE AL 
AFECTADO, PREVIAMENTE AL.- El articulo 145 del 
Código Fiecal de la Federación que prevé el 
embargo precautorio para asegurar el interés 
fiscal, antes de que el crédito esté 
determinado o sea exigible. si a Juicio de la 
autoridad hubiere peligro de que el obligado 
se aUl!!lente. enajene u oculte sus bienes. o 
realice cualquier maniobra tendiente a evadir 
el cumplimiento. no reeulta violo.torio de la 
garantia de audiencia prevista por el articulo 
14 Constitucional. en virtud de que el embargo 
aludido solo ee una medida de aseguramiento 
que no implica para el contribuyente privación 
definitiva de Jos derechos de posesión o 
propiedad que tenga sobre loe bienes 
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embargados y por tanto. no es necesario que 
previamente se le escuche en defensa. ya que 
la garant1a de audiencia únicamente opera 
frente a actos de privación." 

Segundo Tribunal Colegiado en Materio 
Administrativa del Primer Circuito. 

Amparo Directo 262/69.- Tabertini, S.A. de 
c.v.- 20 de Junio de 1969.- Unanimidad de 
votos.- Magistrado Ponente: Maria Antonieta 
Azuela de Ram1rez.- Secretario: Marcos Garc!a 
Joset. 

Semanario Judicial de la Federación.- Octava 
Epoca.- Tomo III.- Enero a Junio de 1969. 

En mi opinión. el criterio antes transcrito deviene en 

incorrecta interpretación del segundo parrato del art1culo 14. de 

la Constitución Pol!tica de los Estados Unidos que senala: 

"Nadie podrd. ser privado de la vida. de la 
libertad o de sus propiedades. posesiones o 
derechos. sino mediante Juicio seguido ante 
los tribunales previamente establecidos .. ," 

Esto es as!. como se puede apreciar de la transcripción 

anterior. el legislador en ningún momento se refiere a que la 

privación citada sea definitiva o temporal. por lo tanto, basta 

con que se prive de sus derechos de posesión o propiedad. para que 

ésto constituya una violación a la garantia contenida en el 

articulo 14 constitucional. 

En relacion con la tesis antes transcrita. podr1a darse 

el caso de que un individuo sea privado de su libertad, al margen 
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de todo procedimiento y ain que medie orden de detención en su 

contra: ante este supuesto también la H. Suprema Corte de Juaticia 

de la Nación sostendr1a que no hay violacion a laa garant1as 

consagradaa en el art1culo 14 conatitucional. pueato que la 

privación do la libertad de oate sujeto no constituye una 

privación definitiva. en virtud de que la ley prevé medios de 

defensa a au favor. as1 como también le dá la oportunidad de 

ofrecer las pruebaa que le beneficien. Ademas, por si tuera esto 

poco. la Corte sostiene que no es necesario que se le respete la 

garant1a de audiencia. 

De lo anterior se desprende que la Corte puede revestir 

de legalidad cualquier acto de autoridad, sin importar lo 

arbitrario e ilegal que éste sea, y de esta forma convertir en 

letra muerta las garant1as consagradas en nuestra Constitución 

Pol1tica, ademas de terminar con el estado de derecho que impera 

en nuestro pa1s1 siendo esto inconcebible. puesto que tesis 

jurisprudenciales como la antes citada existen muchas. y en el 

caso concreto. la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió 

este criterio jurisprudencia! para auxiliar a la autoridad 

exactora, sin importar que para este !in tuviera que interpretar 

la ley en un punto donde, por eu claridad, no esta permitido 

hacerlo. 

trata de 

Por otra parte, tomando 

crédito• determinados 

en cuenta que muchas veces 

por el Inatituto Mexicano 

Be 

del 

Seguro Social o por las o!icinas de la Secretar1a de Hacienda y 
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Cr6d!to Público, los cualeo son impugnables mediante recursos de 

inconfonn!dad o de revocación en la mayoria de loa caeos, es 

evidente que no obstante que dichas autoridades cuenten con 

oficinas facultada• para determinar y hacer exigibles crédito• 

fiscales, nunca se pueden considerar como tribunales previamente 

eotablecidoa, como lo exige el artículo 14 constitucional al 

ordenar: 

"Art. 14.- Nadie podrli ser privado de la vida, 
de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechoo, o!no mediante juicio 
seguido ante loa tribunales previamente 
establecidos., ,' 1 

Ea evidente que el Instituto Mexicano del Seguro Social 

y la Secretaria de Hacienda y Crédito Público!, no cuentan con loo 

elementos necesarios para que se puedan considerar como 

tribunales. y por lo tanto la supuesta garantia de audiencia 

llevada a cabo ante estas dependencias de gobierno, no se puede 

considerar que se ha dado cumplimiento a lo ordenado en nuestra 

Carta Magna, toda vez que en primer lugar. debe existir un 

tribunal y no solamente como ocurre en nuestro país. que una 

dependencia gubernamental es :revestida. ya sea por mandamiento de 

ley o por decreto presidencial de facultades para reoolver 

controversias propias de un tribunal. 

En este sentido. la H. Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, ha sostenido el criterio de que no es necesario que sean 

tribunales las dependencias antes citadae: en este ceso cabe la 
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interrogante de que si no es aplicable a esta• autoridades 

fiscales el principio de imparcialidad, considerando que son 

6stas las que resuelven loe recursos interpuestos en contra de los 

cr,ditos determinados por las mismas. 

Por otra parte, considerando que tanto la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, asi como nueotras autoridades fiscales, 

incluyendo al H. Tribunal Fiscal de la Federación equiparan al 

In•tituto Mexicano del Seguro Social y a la Secretaria de Hacienda 

y Cr,dito Pablico con un tribunal, en atención a sus funciones. 

Luego entonces. los cobros que ~etas reclaman por 

concepto de gaotos de ejecución son anticonstitucionaleo, en 

virtud de que son equiparables a un tribunal. entonces es 

aplicable al caso el articulo 17 constitucional. p4rrafo segundo, 

que dispone: 

"Art.- 17.- ... Toda persona tiene derecho a 
que se le adminietre justicia por tribunales 
que estar4n expeditos para impartirla en los 
plazos y términos que fijen las leyes, 
emitiendo las resoluciones de manera pronta. 
completa e imparcial. Su servicio ser4 
gratuito. qi.¡!lli!l.ndo • __ eJL. ___ cooocuenc.ia. 
pr.ohillidaa .. l.ao_cost.aa __ jud.1.c l.Al.ea." 

Para concl_uir. podemos apuntar lo siguiente: lEs posible 

que el Instituto Mexicano del Seguro Social o la Secretaria de 

Hacienda y Crédito Público. emitan resoluciones imparciales. aun 



cuando juzgan sobre 

emitieron? 

los actos de molestia que ellas mismas 

3.- REQUISITOS PARA QUE PROCEDA LA SUSPENSION. 

El precepto 141 transcrito. en el penaltimo parrafo 

seftala que el reglamento del Código Tributario Federal establecera 

los requieitos que deberan reunir las garantias, y 

que la Secretar1a de Hacienda y Crédito Pablico 

dichos requisitos sean suficientee, tanto en el 

aceptación. como con posterioridad. 

agrega ademas, 

vigilara que 

momento de su 

Aqui cabe argumentar que el numeral que se comenta se 

refiere a que la Secretar1a de Hacienda y Crédito Pablico es la 

encargada de requerir de pago en relación de impuestos federales. 

como el Impuesto al Valor Agregado, Impuesto Sobre Productos del 

Trabajo. 1% Sobre Remuneracionee: asi como Impuesto Especial Sobre 

Producción y Servicios, etc., a través de las Oficinas Federales 

de Hacienda, o bien, cuando se trate de créditoe fiscales 

relativos a las aportaciones al Instituto del Fondo Nacional para 

la Vivienda de los Trabajadores, ya que esta institución no cuenta 

con su respectiva Oficina para Cobros. no asi en el caso de cuotas 

obrero patronales, ya que el Instituto Mexicano del Seguro Social 

at cuenta con sus oficinas ejecutoras para este fin. Lo mismo 

sucede con los créditos a favor de la Tesorer1a del Distrito 
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Federal, y no as1 las multas que impone la Procuradur1a Federal de 

Protección al Consumidor. la cual. para hacer cumplir eue 

resoluciones, se apoya en las Oficinas Federales de Hacienda. 

En eetoe Urminoe, los requisitos a satisfacer para la 

aceptación do la garant1a, están contemplados en loe art1culoe 60, 

61. 62, 63, 64. 6~. 66 y 68 del Reglamento del Código Tributario 

Federal, cuyo contenido transcribo: 

"Art. 60,- La garant1a del inter6s fiscal 
relativo a loe cr6ditos fiscales a que se 
refieren los art1culos 4 y 141 del Código, se 
otorgará a favor de la Teoorer1a de la 
Federación, del organismo descentralizado que 
sea competente para cobrar coactivamente 
cr~ditos fiscales. as1 como de las tesorería• 
o de las dependencias de las entidades 
federativas que realicen esas funcionee. 
aunque tengan otra denominación, según 
corresponda. 

"Cuando la garant1a se otorgue mediante fianza 
será a favor de la Tesorer1a de la Federación 
o del citado organismo descentralizado. según 
sea el caso. 

"Las garant1as subsistirán hasta que proceda 
su cancelación en los termino• del Código y 
este Reglamento. 

"Los gastos que so originen con motivo de la 
garant1a serán por cuenta del interesado. 

"En los casos en que conforme a las leyes. los 
particulares est~n obligados a otorgar 
garant1a al Gobierno Federal, la misma se hará 
en favor de la Teeorer1a de la Federación y se 
aplicará en lo conducente lo dispuesto por 
este art::!culo." 



49 

"llrt. 61.- Po.ro. los efectos de lo. fro.cción I 
del o.rticulo 141 del Código. el depósito de 
dinero. genero.ra intereses calculo.dos conforme 
a las tasas que para este caso seftale la 
Secretario. debiendo penno.necer la co.ntidad 
origino.! en depóeito. mientro.e subsisto. lo. 
obligación de gorontizo.r, pudiendo retirarse 
lOB intereses que se generen." 

"llrt.- 62.- Para los efectos de la fracción II 
del articulo 141 del Código. lo prendo o 
hipoteco se conetituira sobre los siguientes 
bienes1 

"I.- Bienes muebles por el 75% de su valor. 
siempre que estén libres de grav<lmenee hasta 
por ese por ciento. La Secretaria podra 
autorizar a inutituciones y a corredores 
públicos para valuar o mantener en depósito 
determinados bienes. Deber6 inscribirse la 
prendo. en el rogietro que corresponda cuando 
los bienee en que recaiga estén sujetos o. esta 
formalidad. 

ºNo serd.n admisibles como garant1a los bienes 
que se encuentren en dominio fiscal o en el de 
acreedores. Los de procedencia extranjera. 
sólo se admitir6n cuando se compruebe su legal 
estancia en el país. 

"Esto garantia podra otorgarse entregando 
contratos de administración celebrados con 
casas de bolea que amparen la inversión 
valores o cargo del Gobierno Federal inscritos 
en el Regist1·0 Nocional de Valores 
Intennediarios. siempre que se designe como 
beneficiario unico a la autoridad a favor de 
la cual se otorgue la garant1a, En estoa 
supuestos se aceptara como garantía el 100% 
del valor nominal de los valores. debiendo 
reinvertirse una cantidad suficiente para 
cubrir el Interés fiscal. pudiendo retirar los 
rendimientos. 

"!I.- Bienes inmuebles por el 75% del valor de 
avalúo o catastral. Para estos efectos. se 
deber4 acompanar a la solicitud respectiva el 
certificado del Registro Público de lo 
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Propiedad en el que no aparezca anotado algan 
gravamen ni afectación urbanística o agraria, 
que hubiera sido expedido cuando mas con tres 
meses de anticipación. En el supuesto de que 
el inmueble reporte gravamenes, la suma del 
monto total de 6stos y el interés fiscal a 
garantizar. no podra exceder del 75% del 
valor. 

"En la hipoteca. el otorgamiento de la 
garantía se hora en escritura pablica que 
deber4 inscribirse en el Registro Pablico de 
la Propiedad y contener los datos relacionados 
con el crédito fiscal. El otorgante podra 
garantizar con la misma hipoteca los recargos 
futuros o ampliar la garantía cada ano en los 
términos del artículo 69 de este Reglamento." 

"Art. 63. - Para los efectos de la tracción I II 
del artículo 141 del Código. la póliza en que 
se haga constar la fianza debera quedar en 
poder y guarda de la autoridad recaudadora de 
la Federación o del organismo descentralizado 
que eea competente para cobrar coactivamente 
créditos fiscales: las autoridades 
recaudadora• de loe entidades federativas 
concentraran la póliza ante lo autoridad 
recaudadora de la Federación mas cercana." 

"Art. 64.- Para los etectoe de la tracción IV 
del articulo 141 del Código, para que un 
tercero asuma la obligación de garantizar el 
interés fiscal. debera sujetarse a lo 
siguiente: 

11 I .- Manifestar su aceptación. mediante 
escrito firmado ante notorio püblico o ante la 
autoridad recaudadora que tenga encomendado el 
cobro del crédito fiscal, requiriéndose en 
este caso la presencia de dos testigos. 

"I I . - Cuando sea persona mora 1 la que 
garantice el interés fiscal. el monto de la 
garantía debera ser menor al 10% de su capital 
social. y siempre que dicha persono no hayo 
tenido pérdida fiscal poro efectos del 
impuesto sobre la renta en los dos ültimos 
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ejercicios de doce meaos o que aOn teniéndola. 
ésta no haya excedido de un diez por ciento do 
su capital social. 

"III.- Cuando sea una persona f!eica la que 
garantice el interés fiscal, el monto do la 
garantia deber4 ser menor al diez por ciento 
de los ingresos declarados en el Oltimo 
ejercicio, sin incluir el 75% de los ingresos 
declarados como actividades empresariales o 
del 10% del capital afectado a su actividad 
empresarial en su caso. 

11 Art. 6!5. - Para que un tercero asuma la 
obligación de garantizar por cuenta de otro en 
alguna de las formas a que se refieren las 
fracciones II y V del articulo 141 del Código, 
deber4 cumplir con los requisitos que para 
cada una se establecen en este Reglamento." 

"l\rt. 66.- Para los efectos de la fracción V 
del articulo 141 del Código, el embargo en la 
via administrativa se sujetar4 a las 
siguientes reglas: 

"I.- So practicará a 
contribuyente. quien deber4 
documentos que senale la 
correspondiente. 

solicitud del 
acompanar los 
forma oficio.! 

"II.- El contribuyente senalar4 los bienes en 
que deba trabarse, debiendo ser suficientes 
para garantizar el interés fiscal. siempre que 
en su caso se cumplan loe requisitos y por 
cientos que establece el articulo 62 de este 
Reglamento. No ser4n susceptibles de embargo 
los bienes que se encuentren en el supuesto a 
que se refiere el inciso el de la tracción II 
del articulo 156 del Código. 

"III.- Tratándose de personas físicae. el 
depositario de loe bienes ser4 el propietario 
y en el caso de personas morales el 
representante legal. Cuando a juicio del jefe 
de la autoridad recaudadora exista peligro de 
que el depoei tario se aueente, enajene u 
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oculte sus bienes o realice maniobras 
tendientes a evadir el cumplimiento de sus 
obligaciones, podr4 removerlo del cargo, en 
este supuesto los bienes se depoeitar4n en un 
almac4n general de depósito y si no hubiera 
almac4n en la localidad, con la persona que 
designe el jete de la oficina. 

"IV.- Deber4 inscribirse en el Registro 
Pdblico que corresponda, el embargo de los 
bienes que estén sujetos a esta formalidad, 

"V.- Deber4 cubrirse, con anticipación a lo 
practica de la diligencia de embargo en la v1a 
administrativa, los gastos de ejecución 
sene.lados en la tracción 11 del artículo 150 
del Código. 

"El pago o.aj efectuado tendr4 el caracter de 
definitivo y en ningün caso proceder4 su 
devolución, uno. vez practicada la diligencia." 

"Art, Ge.- Lo. go.rant1a del interds 
otrecer4 por el interesado ante la 
recaudadora correspondiente, para 
califique, acepte si procede y 
tramite correspondiente. 

riscal se 
autoridad 

que lo. 
le d4 el 

"La autoridad recaudadora paro. calificar la 
garantía ofrecida deber4 verificar que se 
cumplan loa requisitos que establecen el 
Código y este Reglamento, en cuanto a lo. clase 
de garantía ofrecido., el motivo por el cual se 
otorgó y que su importe cubre los conceptos 
que senala el articulo 141 del Código: cuando 
no se cumplan. lo. autoridad requerir4 al 
promovente, o tin de que en un plazo de cinco 
d1as. contados a partir del d1o. siguiente o 
aqu41 en que se le notifique dicho 
requerimiento, cumpla con el requisito 
omitido: en caeo contrario. no se aceptará la 
go.ro.nt1a, 

Como se podr4 observar del contenido de loe art1culos 

transcritos. las tormos de garantizar el interés fiscal. lo. que 
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reviste mayores requisitos para su aceptación es precisamente el 

embargo en la via administrativa. porque aparte de los 

contemplados en el numeral 66 del Reglamento del Código Fiscal. 

las autoridades ejecutoras solicitan avalOo de 

embargados. domicilio fiscal del deudor. acta 

certificada. certificado de 

POblico de la Propiedad; 

gravamen otorgado por 

sin estos requisitos 

ejecutora no suspende la ejecución. 

los bienes 

constitutiva 

el Registro 

la autoridad 

Ahora 

mencionados en 

contemplados on 

Registro POblico 

bien. 

el 

suponiendo 

pdrraf o 

quo alguno de 

anterior estdn 

los requisitos 

implicitamente 

otros~ como por ejemplo. 

de 1 a Prop !.edad y de 1 

para inscribir en el 

Comercio los bienes 

embargados. es necesario acompanar el acta constitutiva de la 

sociedad Ctratdndose de personas morales), que loe bienes 

embargados tengan un valor superior al adeudo. para este caso ee 

hace necesario un avalOo: sin embargo. para cumplir con los 

requisitos anteriores es necesario que la autoridad requiera tales 

documentos. cuando el causante no los acompane a su solicitud. ya 

que dichos requisitos no estdn contemplados en el artículo 66 

citado. 

Dicho requerimiento, a criterio del exponente. deberd 

ser antes de la iniciación o reanudación de la ejecución. ya que 

la autoridad no puede ir mds alld de lo que le marca la ley1 es 

decir. si al momento de ofrecer la garantía data 

requisitos que contempla la ley. la responsable 

no re(&ne los 

roquerird al 
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promovente para que en el termino. de diez dias cumple con su 

omisión, segQn lo contempla el numeral 18 del Código Fiscel de la 

Federación, que o la letra dice: 

"Art. 18.- Todo promoción que se presente ante 
las autoridades tiscales. deber6 estar firmada 
por el interesado o por quien este legalmente 
autorizado para ello, a menos que el 
promovente no sepa o no pueda firmar. caao en 
el que imprimir6 su huella digital. 

"Laa promocionee deberd.n presentarse en las 
formas que al efecto apruebe la Secretaria de 
Hacienda y Crédito PQblico. en el nl1Jnero de 
ejemplares que establezca la forma oficial y 
acompanar los anexos que en su caso ésta 
requiera. Cuando no existan formas aprobadas, 
el documento que se formule deber6 presentarse 
en el nl1Jnero de ejemplares que ee"a!en las 
autoridades fiscales y tener por lo menos los 
siguientes requisitos: 
"I.- Constar por escrito. 

"II .- El nombra. la denominación o razón 
social y el domicilio fiscal manifestado al 
registro federal de contribuyentes. para el 
efecto de fijarla competencia de la autoridad. 
y la clave que le correspondió en dicho 
registro. 

"III.- Se"alar la autoridad a la que se dirige 
y el propósito de la promoción. 

"IV.- En su caso, el domicilio para oir y 
recibir notificaciones y ~I nombre de la 
persona autorizada para recibirlas. 

"Cuando no ee cumplan los requieitos a que se 
refiere este articulo. las autoridades 
fiscales requerir6n al promovente a fin de que 
en un plazo de 10 dias cumpla con el requisito 
omitido. En caso de no subsanarse la omisión 
en dicho plazo. la promoción se tendr6 por no 
presentada, si la omisión consiste en no haber 
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usado. la 
autoridades 
requerimiento 
de ejemplares 

55 

forma oficial aprobada, las 
fiscales deber4n acompanar al 
la forma respectiva en el nWllero 
que sea necesario. 

"Lo dispuesto en este articulo no es aplicable 
a las declaraciones. solicitudes do 
inscripción o avisos al registro federal de 
contribuyentes a que se refiere el articulo 31 
de este Código." 

términos, se concluye que cuando el 

contribuyente omita anexar o citar algOn dato en su petición. la 

autoridad deber4 requerirlo para que precise. corrija, exhiba o 

aclaro su escrito, porque es precisamente olla la experta en 

derecho, por lo que si se ha ofrecido como garantia del cr6dito 

fiscal el embargo administrativo. sin que so cumplan todos los 

requisitos que p~ra su aceptación prevé la ley. la autoridad no 

puede continuar con el procedimiento administrativo de ejecución, 

sin que exist~ requerimiento alguno para que se cumpla con todos 

los extremos de la ley. 

Ya que de no ser o.si. vulnera la garantia de audiencia 

consagrada en el articulo 14 de nuestra Carta Magna. 

contraviniendo lo establecido en el articulo 144 del Código Fiscal 

de la Federación. el cual eenala que no se ejecutardn los actos 

administrativos cuando se garantice el interés fiscal. 

Las formas de garantizar un crédito fiscal. se han ido 

modificando a través del tiempo. ya sea que se incrementen en 

numero. o se cambie el orden en que deb!an ofrecerse 
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anteriormente, hasta llegar a la sustitución de una garont!a por 

otra. incluso es posible que el contribuyente pueda combinar dos o 

m~s tormos de las que prevé el articulo 141 del Código Fiscal de 

la Federación. 

4.- MINIMO Y MAXIMO EN EL PAGO DE GASTOS DE EJECUCION. 

Para que se conceda la suspensión del procedimiento 

administrativo de ejecución, es necesario que la garant1a otorgada 

de acuerdo al articulo 60 del Reglamento del Código Fiscal de la 

Federación. se otorgue a favor de la Tesorer1a do la Federación 

del organismo descentralizado que sea competente para cobrar 

coactivamente créditos fiscales. as! como de las teeorer1ae o de 

loa dependencias de loa entidades tederativae que realicen esas 
( 

funciones. aunque tengan otra denominación. segOn corresponda. 

En el caso de la garantía que nos ocupa, es menester que 

se paguen previamente loe gastos de ejecución generados: y si 

posteriormente la autoridad considera que lo embargado no eo 

suficiente ampliara el embargo ya practicado, paro lo cual cobrara 

nuevamente gaatos de ejecucion. 

Lo anterior es in Justo ya que la autoridad 

administrativa puede. con apoyo en la ley. ampliar varias veces el 

embargo trabado eobre los bienes del contribuyente. debiendo éste 
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en todos los caeos. p~gar los gastos de ejecucion generados, 

ocasionando un deterioro en la oconomia del gobernado. 

En este sentido, el articulo 150 del Código Fiscal de la 

Federación. dispone: 

"Cuando eea necesario o.mpliar el procedimiento 
administrativo de ejecución para hacer 
efectivo un cr6dito fiscal, las personas 
fisicas y las morales estar4n obligadas a 
pagar el 2% del cr6dito fiscal por concepto de 
gastos de ejecución, por cada una de las 
diligencias que a continuación se indican: 

11 1.- Por el requerimiento eenalado en el 
primer p4rrafo del articulo 151 de este 
código. 

"Il .- Por la de embargo incluyendo los 
senalados en los articules 41, fracción II y 
141, fracción V de este Código. 

"III.- Por la de remate, enajenación fuera de 
remate o adjudicación al fisco federal. 

"Cuando en los casos de las fracciones 
anteriores. el 2% del cr6dito sea inferior a 
sso.000.00, se cobrar4 este cantidad en vez 
del 2% del cr6dito. 

"En ninglln caso los gastos de ejecución, por 
cada una de las diligencias a que se refiere 
este articulo, excluyendo las erogaciones 
extraordinarias. podr4n exceder de 
S9'000,000.00. Las cantidades a que se 
refiere este p4rrafo y el anterior. se 
actualizar4n en los t6rminos del articulo 17A 
de este Código ... " 



Al disponer este precepto el pago del 2% del crédito 

fiscal, es evidente que al acumularse dicho porcentaje, por cada 

diligencia. al contribuyente se le está imponiendo una carga extra 

al crédito. la cual en lugar de mejorar su situación, la 

perjudica, ya que aumenta su débito con el Estado. 

Por otra parte. si consideramos que la autoridad fiscal 

por lo regular realiza simultáneamente las dos diligencias que se 

senalan en las fracciones I y II del urticulo en comento, tal 

actuación resulta injusta e inequitativa. puesto que si únicamente 

se constituye en el domicilio del deudor una sola vez. es injusto 

que efectúe el cobro por dos diligencias, y tomando en cuenta que 

posteriormente la autoridad saca a remate loe bienes embargados. 

el contribuyente tiene la obligación de volver a pagar otro 2%. de 

donde deviene la inequidad e ilegalidad aludidas. 

Ahora bien. cuando el 

loe medios de defensa que 

particular interpone cualquiera de 

contempla el Código Fiscal de la 

Federación. es obvio que considera indebido el crédito determinado 

a su cargo, ya sea porque es exagerado. porque desconozca de qué 

forma lo determinó la autoridad. o porque ya prescribió el derecho 

de la misma para efectuar dicho cobro. 

En cualquiera de estos supuestos. el contribuyente. al 

impugnar el crédito a eu cargo. es evidente que pretende que se le 

haga ;usticia. por lo que resulta inconstitucional el pago de loe 
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gastos de ejecución que regula el Código Tributario. en virtud de 

que el articulo 17 Constitucional establece que1 

11 Ninguna persona podrá hacerse justicia por s1 
misma. ni ejercer violenci~ para reclamar su 
derecho. Toda persona tiene derecho a que se 
le administro justicia por tribunales que 
estar4n expeditos para impartirla. en los 
tdnninos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta. completa e 
imparcial. ~fil.1Q--11cu:i!. _ _¡¡r:atl.Lit.Q, 
quedando, en consecuencia, prohibidas las 
costas judiciales." 

En efecto, si loe recursos a que hace alusión el Código 

Fiscal de la Federación constituyen. a decir de la doctrina, una 

garantia para el gobernado. no es posible que se encuentre 

condicionada a que el particular pague previamente gastos de 

ejecución, puesto que es 

transcrito. 

En el supuesto 

una violación al articulo antes 

de que el contribuyente. por 

desconocimiento de la ley o por no contar con los medios 

económicos para garantizar un recurso tiecal. no lo interpone. con 

el sólo transcurso del tiempo la determinación del crédito a su 

cargo ser4 definitiva y por lo tanto. la autoridad hará uso de su 

facultad económica coactiva y le cobrar4 de todas formas dichos 

gastos de ejecución, los que aun en este supuesto. no dejan de ser 

inconstitucionales. 



En relación al segundo p4rrafo de la fracción III del 

articulo 150 transcrito, la autoridad se asegura a todo costa, de 

que las diligencias que practique le causen un gravamen en el 

patrimonio del particular. ya que por pequeno que eea el crédito 

determinado. le obligo al pago de $50.000.00 por cado una de loe 

diligencias mencionados. 

En lo atinente al tercer p4rrafo de lo fracción III del 

mismo articulo comentado, lo autoridad fiscal realiza un cobro 

excesivo. puesto que N$9.000.00 por cado una de las diligencias 

aludidas, da un total de NS27.000.00. que resulta excesivo a todas 

luces. considerando el trabajo que realmente realizo lo autoridad 

fiscal ejecutora. y a que percibe un salario por parte del Estado 

poro llevar a cabo tal fin. 

5.- VIOLACION DE LA SUSPENSION. 

Como ha quedado puntualizado. el embargo 

administrativa es una de las formas que contempla 

garantizar el cr~dito a favor del fisco. por lo 

en la via 

la ley paro 

que su no 

aceptación es una violación al numeral 144 del Código Tributario 

Federal, que en la especie determina que no se ejecutar4n los 

actos administrativos cuando se solicite la suspensión ante la 

autoridad ejecutora y se ocompanen loe documentos que acrediten 

que ee ha garantizado el débito fiscal. 
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En estos t6nninos. el embargo administrativo ofrecido 

como goront!o, no implico su ejecución inmediato, como sucede en 

los juicios ejecutivos mercantiles, en donde el embargo llevo 

aparejado lo ejecución, no obstante que tonto en los créditos 

mercantiles como en los fiscales. existe un deudor y un acreedor. 

ya que su naturaleza es diferonte y son oJ-:.roe los caminos a. seguir 

para su cobro: es decir. la diferencia estriba esencialmente en 

que el ejecutivo mercantil comprende un acreedor y un deudor 

cierto y determinado. os! como lo existencia de un crédito, por lo 

que el embargo es el medio inmediato para hacer efectivo el 

crédito. 

Visto de esa manera, el embargo no es una forma de 

goronti•. sino uno tormo de pago inmediato. 

En moteri• fiscal existe un acreedor y un deudor 

determinado que puede ser cierto o incierto. y existe tambi6n un 

crédito: pero oqui el legislador quiso dejar plasmado que el 

embargo administrativo sólo sirviera como gorontio del cr6dito. y 

por eso rozón, en mi opinión. no llevo aparejado lo ejecución 

inmediato. 

En este sentido. el embargo ofrecido como goront!o debe 

ser aceptado por l• autoridad fiscal y otorgar lo suspensión de l• 

ejecución, ya que no se está en presencia de un juicio ejecutivo 

merconti l. 
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De lo anterior se advierte que el crédito fiscal no 

puede hacerse efectivo en el momento de su requerimiento, y que el 

embargo administrativo no tiene la misma finalidad que el que se 

lleva a cabo en los juicios ejecutivos mercantiles. porque en 

tratándose de créditos en materia fiscal, siempre cabe la 

posibilidad de que su monto sea interior. o que el deudor 

designado por la autoridad no lo sea. y tal situac'ión seré materia 

a dilucidar por los tribunales o autoridades competentes. 

Por lo que el embargo administrativo, so insiste, debe 

ser aceptado como forma de garantizar el débito fiscal, porque de 

otro modo, el numeral 173 del Código Tributario Federal no tendr!a 

razón de ser. puesto que el mismo estipula, en su tracción IV, lo 

siguiente: 

"Art. 173.- La enajenación de 
embargados. procederé: 

los bienes 

" ... IV.- Al 
confirmatoria 
los medios de 
valer." 

quedar firme la resolución 
del acto impugnado. roca!da en 
defensa que se hubieren hecho 

Sentado lo anterior. se hace más evidente y necesario 

que el multicitado embargo deba ser aceptado por la autoridad como 

forma de garantia. porque adem4s su ofrecimiento ~s por parte del 

deudor. caeo contrario sucede en los juicios ejecutivos 

mercantiles, ya que en este caso. el embargo es ordenddo por un 

organo judicial C jue:l. 
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Considero que no le asiste la razón ni el derecho a las 

ejecutoras para negar la suspensión, y tal violación se hace 

palpable al no aceptar como garant!a el embargo o al pretender el 

cobro del crédito al momento de requerir de pago al deudor o 

extraer los bienes al practicar el embargo. 

También se da la violación al derecho del particular a 

la suspensión. cuando la autoridad fiscal nombra interventor con 

cargo a la caja, después de embargar la negociación, tomando como 

apoyo legal el numeral 164 del Código Fiscal de la Federación, que 

establecei 

"Cuando las autoridades fiscales embarguen 
negociaciones. el depositario designado tendra 
el cardcter de interventor con cargo a la caja 
o de administrador. 

"En la intervención de negociacionee ser6. 
aplicable. en lo conducente. las eeccionee de 
este capitulo." 

De la anterior transcripción nuevamente eurge la palabra 

"embargo 11
, por lo que es claro que cuando se ha ofrecido como 

garantia el embargo. o cuando la autoridad, sin mediar petición 

por parte del deudor. embarga la negociación para intervenir la 

caja y de esta manera cubrir el monto del crédito, tal 

intervención. como ya lo manifesté. es violatorio del derecho de 

la suspensión. 
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1.- FORMAS DE GARANTIZAR EL INTERES FISCAL. 

La garant1a. en términoe generales, es una forma de 

asegurar el cumplimiento de una obligación, mediante la aceptación 

de una cosa determinada o del compromiso de pago por un tercero 

para el caso de incumplimiento de la misma por el deudor 

originario. segun lo expresa Rafeé! de Pina (1). 

Como ya quedó asentado. el embargo es la figura que 

tiene la función de garantizar el crédito fiscal y para su 

aceptación está sujeta diversos requisitos cargo de los 

particulares. que estan consagrados en el Reglamento del Código 

Fiscal. los cuales se analizarán detenidamente en el siguiente 

capitulo. ya que en el presente haremos alusión a otras formas de 

garantizar el interés fiscal y que estan reguladas desde la Ley de 

Justicia Fiscal. hasta el Código Fiscal de la Federación actual: y 

asi, el articulo 42 de la Ley de Justicia Fiscal establecia como 

forma de garantizar un crédito a favor del Estado, ademas del 

embargo. las siguientes: 

al.- Depósito o prenda. 

bl . - Fianza. 

cl .- Hipoteca. 

Cll Rafaél De Pina Vara. Diccionario de Derecho. Editorial Porrua. 
S.A. Décimo Séptima Edición. México. 1991. 
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Referente a la prenda, Mayolo Sánchez Hernández (2) dice 

que es un derecho real constituido sobre un bien mueble 

enajenable, para garantizar el cumplimiento de una obligación y su 

preferencia en el pago: criterio al cual me adhiero, basado en el 

contenido del artículo 2856 del Código Civil para el Distrito 

Federal. 

Segun el artículo 2893 del Código Civil para el Distrito 

Federal. y acorde con la opinión de Mayolo Sánchez Hernández (3) 

la hipoteca es una garantía real constituida sobre bienes que se 

entregan al acreedor y que da derecho a éste. en caso de 

incumplimiento de la obligación garantizada. a ser pagado con el 

valor de los bienes en el grado de preferencia establecido por la 

ley. Conforme al artículo 2794 del Código Civil invocado. la 

tianza es un contrato por el cual una persona Ctiadorl se 

compromete con el acreedor a pagar por el deudor (fiado>. si este 

no lo hace. 

El beneficio de orden consiste en que el fiador no puede 

ser compelido a pagar al acreedor. sin que previamente sea 

reconvenido el deudor y se haga la excusión de sus bienes: esto de 

conformidad con el precepto 2814 del Código Civil para el Distrito 

Federal. 

(21 Sánchez Hernández. Mayolo, Opusculo sobre Derecho Fiscal. 
Editorial Olguín. S.A .• Mexico. 1983. pág. 184. 

(31 Sánchez Hernández. Mayolo. Op. Cit. pág. 184. 
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El beneficio de excusión consiste, segOn Moyolo Sánchez 

Hernández l4l, en aplicar todo el valor libre de loe bienes del 

deudor al pago de lo obligación que quedará extinguido o reducido 

en lo porte que no seo cubierto. de conformidad con lo estipulado 

por el numeral 2815 del mencionado Código Civi 1. 

Igualmente, Moyolo Sánchez Hernández (5), opino que el 

depósito es un contrato por el cual el depositario se obligo hocio 

ol depositante o recibir uno coso mueble o inmueble. que aquél le 

confía. y a guardarla para restituirla cuando la pido el 

depositante: acorde también con lo dispuesto por el articulo 2516 

del Código Civil citado. 

En el Código Tributario de 1938, se estudiaron nuevas 

formas de garantizar los créditos a favor del erario federal. 

segOn se desprende del artículo 12. que dice: 

"En materia fiscal. as:t: como en los casos de 
contratos administrativos. autorizaciones. 
permisos y concesiones, ser4n admisibles para 
asegurar los intereses del erario, por el 
orden de su enumeración y de acuerdo con las 
leyes especiales. las siguientes garantias: 

l.- Pago bajo protesta. 

II.- Depósito de dinero. 

III.- Fianza de componía autorizado. 

(4) Sánchez Hernández. Moyolo. Op. Cit. pag. 184. 
(5) Idem. pág. 194. 
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IV.- Prenda o hipoteca. 

V.- Secuestro convencional en la via 
administrativa. de negociaciones o de bienes 
raices previamente valuados ante la Oficina 
Fiscal que deba calificar Ja garantia. 

VI.- Fianza do persona fisica o moral que 
·acredite en forma fehaciente su idoneidad y 

solvencia y se someta expresamente al 
procedimiento administrativo de ejecución. 

En todo caso 
inscritos en 
Propiedad. y 
suficientemente 
contraiga. 

deberd tener bienes raíces 
el Registro PCblico de Ja 
de un valor que garantice 

las obligaciones que 

Serd facultad de la Secretaria de Hacienda y 
Crédito PCblico o de sus dependencias, fijar 
el monto y calificar las garantias que hayan 
de otorgar los particulares e11 favor del 
gobierno federal. 

La Secretaria de Hacienda y Crédito PCblico 
determinard los requisitos indispensables para 
que se acepte como garantía la tianza de 
companía autorizada o la de persona física o 
moral." 

Como se puede apreciar de la transcripción anterior. el 

legislador introdujo como nuevas formas para garantizar o asegurar 

el interés fiscal el pago bajo protesta y Ja fianza. 

El pago bajo protesta es aquél que el causante hace bajo 

inconformidad. respecto a un crédito fiscal que total o 

parcialmente no acepta deber y cuya legalidad comba.Urd. (61 

(6) Margain Manautou. Emilio. Op. Cit. pdg. 324. 
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En la fracción V del precepto que se analiza. se seMala 

como forma de garantizar el crédito fiscal. el secuestro 

convencional. cambiando la terminolog1a que originalmente se 

estampó en el numeral 42 de la Ley de Justicia Fiscal. en el que 

se senaló el embargo precautorio como forma de asegurar el débito 

fiscal. 

El Código Fiscal de 1966. en lo esencial, siguió 

contemplando las mismas formas que sirven para garantizar el 

crédito. las cuales se transcribieron anteriormente: pero en este 

Código. en el numeral 12. el legislador excluyó el pago bajo 

protesta. porque el pago extingue la obligación. aunque se haga 

con salvedad o protesta y en esa situación no es valido hablar de 

garanUa. El pago bajo protesta es el cumplimiento de la 

obligación que produce su extinción y en estos términos no es 

lógico que las obligaciones se garanticen cuando se ha extinguido 

como efectc del pago. 

Se conserva la garantía 

precisándose que deber6 hacerse en la 

ele depósito de dinero 

institución designada al 

efecto, como ocurre actualmente con la Nacional Financiera. S.A .• 

cuya Ley Organica la senala como la institución depositaria. 

Conserva la prenda y a la hipoteca ~n los mismos 

t~rmin·:is que estaban contemplados en el Código Fiscal anterior. 
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La fianza otorgada por compaM1a autorizada se mantiene 

como medio de garantía y se exige que la institución fiadora no 

goce de los beneficios de orden y excusión. 

Del secuestro en le v1e administrativa en el Código de 

1966. se ha suprimido el calificativo de convencional establecido 

en el código anterior. ya que conforme el articulo 2~41 del 

Código Civil para el Distrito Federal. el secuestro convencional 

sólo tiene lugar cuando los litigantes depositen le cose litigiosa 

en poder de un tercero. 

So suprimió le f ienze otorgada por persone f1sice o 

more!. distinta de lee instituciones de fianzas y se substituyo 

por le "obl igeción sol idarie" asumida por terceros: es decir. 

quien se obliga conjuntamente e cubrir el cr~dito fiscal e cargo 

de otro. queda como responsable solidario del pago. porque como al 

establecerse la solidaridad que consiste en la existencia de una 

sola obligación con pluralidad de deudores. cada uno de los cuales 

responde ente el acreedor del pago de la totalidad de le 

obligación. resulta evidente que 

obligación tributaria le sera 

administrativo de ejecución. 

el tercero incorporado a la 

aplicable el procedimiento 

Una vez realizado el enalisis del articulo 12 del Código 

de 1966, me permito hacer su transcripción: 
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"l\rt. 12.- Lo.e obligaciones y los créditos 
fiscales o. que este código se refiere, podrán 
garantizarse en o.lguna de las formas 
siguientes: 

"I.- Depósito de dinero en la institución de 
crédito que legalmente corresponda: 

"II.- Prendo. o hipoteco.: 

11 III.- Fianza otorgada por compaft:!a 
autorizo.da, la que no gozará de los beneficios 
de orden y excusión: 

"IV.- Obligación solidario. o.sumido. por tercero 
que compruebe su idoneidad y solvencia. 

"La garantía de un crédito fiscal deberá 
comprender. además de las contribuciones 
adeudadas. los accesorios causados. as:C como 
de los que se causen en los doce meses 
siguientes a su otorgamiento. Al terminar 
este período y en tanto no se cubra el 
crédito. deberá o.mplio.rse lo. go.ro.nt1o. por el 
importe de los recargos correspondientes a los 
doce meses siguientes. 

11 El reglamento de este código establecerá los 
requisitos que deberán reunir las go.rant1as. 
La Secreto.r1o. de Haciendo. y Crédito Público, 
vigilara que sean suficientes tanto en el 
momento de su aceptación como con 
posterioridad y. si no lo fueren, exigirá su 
ompliación o procederá al secuestro de otros 
bienes. 

"Se podrá dispensar el otorgamiento de la 
garant1a en los casos y con los requisitos que 
sello.lo. el reglo.mento de este código." 

Es a po.rtir de este ordenamiento legal cuando el 

legislador, en la fracción V del ert1culo transcrito, le do. vide 

al embo.rgo en la v1a administrativa como forme de go.rentizar el 
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·crédito fiecol: embargo que, por estor ton condicionado es 

constantemente incumplido por las autoridades ejecutoras. yo que 

las mismas, por una u otra causa reinician el procedimiento 

económico coactivo. haciendo nugotorio el contenido de lo fracción 

V del numeral 141 citado y convitiéndolo en letra muerto, yo que 

el espiritu del legislador. al plasmar esa formo de garantia. 

consistió básicamente, en que ee podja dar el caso que el deudor 

contara Onicamente con su negociación. y que an este caso tuviera 

que ofrecer el embargo de la misma como garantta. 

Cabe hacer notar que si bien es cierto. que para que se 

acepte como garantl'.a el embargo en la vl'.a administrativa, el 

oferente debe cumplir 

motivo paro que lo 

con una serie de requisitos y esto no es 

autoridad fiscal. haciendo uso de sus 

facultades. continúe con el procedimiento adminietrotivo de 

ejecución. sin senalarle al deudor cu4les son los requisitos a 

cumplir para que la garantl'.a ofrecida sea aceptada. 

Asimi!lmo. el embargo en la v:!a administrativa es una 

forma que le permite al deudor asegurar el débito fiscal. por lo 

que su ofrecimiento debe ser aceptado por la autoridad. una vez 

que ee hayan cumplido con todos los requisitos que para el efecto 

9enala la ley. los cuales la ejecutora deber4 indicar. teniendo su 

apoyo legal en el precepto 19 del Código Fiscal de la Federación. 
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2.- CONCEPTO DE EMBARGO. 

En este capitulo trataremos de definir lo que es el 

embargo, y para ello tenemos que recurrir al campo del derecho 

civil, ya que el Código Fiscal de la Federación no nos da ninguna 

definición de embargo, 

Es as! que el Código de Procedimientos Civiles vigente 

en el Distrito Federal. usa en forma indiscriminada las palabras 

secuestro y embargo. como sinónimo una de otra. no obstante de que 

no es una misma tigura juridica. pues es posible la existencia de 

embargo sin que se dé el secuestro. o bien. secuestro sin embargo. 

El Código Civil define al secuestro. en su articulo 

2539. de la siguiente forma: 

"El secuestro es el depósito de una cosa 
litigiosa en poder de un tercero. hasta que se 
decida a quien debe entregarse." 

En cambio. es omiso en la definición del embargo. por lo 

que tendremos que referirnos a la doctrina. a través de la opinión 

de diferentes autores. 

Y as1 tenemos que el Oiccionar10 de la Lengua lo define 

como "embargar. impedir, detener y retener una cosa en virtud de 
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mandamiento de juez competente. sujetándolo o loa resultas de un 

procedimiento o juicio." 

El Diccionario Jurídico del Instituto de Investigaciones 

Jurídicos de lo Universidad Nocional Autónomo de M6>:ico (7). 

determino1 

"l.- Del verbo embargar. que proviene del 
lat1n vulgar imborricori, usado en lo 
Península Ibérico con el significado "cerrar 
una puerta con trancas o barras" (de barra, 
troncal. que ero el procedimiento originario 
del embargo. 

"Il.- En Urminos generales. el embargo puede 
ser definido como le afectación decretado por 
una autoridad competente sobre un bien o 
conjunto de bienes de propiedad privado. lo 
cual tiene por objeto asegurar cautelarmente 
la eventual ejecución de una pretensión de 
condeno que se planteo o planteara en Juicio 
lemborgo preventivo. provisional o cautelorl o 
bien satisfacer directamente una pretensión 
ejecutivo (embargo definitivo, ejecutivo o 
apremiativol. 0 

Paro Rafael Pérez Palmo (8), el embargo consiste en1 

"El aseguramiento material del bien embargado. 
poro que el ejecutado no puedo ya disponer de 
el y poi-o que. poniendolo bojo lo jurisdicci6n 
del juez. quede afectado el pago de un credito 
motivo del embargo .'' 

C7l Instituto de Investigaciones Jurídicas. Universidad Nocional 
Autónomo de México. Diccionario Jurídico. Tomo IV. Primero 
Edición. México, pág. JS. 

CSl P6rez Palme. Rafael. Guia de Derecho Procesal Civil. Segunda 
Edición. Cárdenas Editores y Distribuidor. México. 1970. 
pág. 526. 
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Eduardo Pallares (9), opina que el embargo consiste1 

11 En asegurar loe bienes embargados a lo. 
jurisdicción del juez y a las resultas del 
juicio para que con ello se hagan efectivas 
las responsabi 1 idades del deudor.'' 

Fenech C101, da el siguiente concepto de embargo: 

"Es el acto procesal consistente en la 
determinación de los bienes que han de ser 
objeto de la realización forzosa de los bienes 
que posee el deudor en poder o en el de 
terceros. fijando su sostenimiento que se 
abstenga de realizar cualquier acto dirigido Q 
sustraer los bienes determinados y sus frutos 
de la garantía del crédito." 

En mi opinión, el embargo en materia fiscal que 

contempla la fracción V del artículo 141 del Código Fiscal de la 

Federación, es la afectación o aseguramiento del bien o conjunto 

de bienes designado9 por el deudor o en su caso. por la autoridad 

ejecutora. debiendo ser depositario de los mismos el deudor y 

subsistird hasta que exista resolución definitiva. 

As1 pues. el embargo constituye una garant1a para el 

acreedor. que en materia fiscal son las autoridades fiscales o 

descentralizadas. 

Ahora bien. es indudable que el embargo no concede al 

embargante un poder directo e inmediato sobre la cosa embargada. 

(9) Pallares, Eduardo. Derecho Procesal Civil. Editorial 
Porraa. S.A. Séptima Edición. México 1976. Pág. 516. 

(101 Fenoch, Miguel. Op. Cit. pág. 55. 
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sino que lo coloca bajo la guarda de un tercero y a disposición 

del juez que conoce del juicio. mismo que ordenó la providencift, 

lo que significa que la cosa embargada no se encuentra bajo el 

poder del embargante. sino de la autoridad judicial. que no puede 

considerarse como intermediario entre el embargante y la cosa, 

dado que el juez y no el embargante es el que puede disponer del 

bien secuestrado; de ah1 que el embargo deba considerarse como una 

institución de cardcter procesal sui gdneris. cuyas 

características se relacionan con el depósito. 

Tampoco implica el embargo derechos de persecución. 

porque ~ate consiste en la facultad de reclamar todas o parte de 

las ventajas que es susceptible una cosa, de cualquier poseedor. 

siguiendo un juicio sobre un tercero. o sea. deduciendo una acción 

que es correlativa del derecho de persecución. 

Por lo tanto. aún aceptando que el embargado pueda 

privar en ciertos casos a un nuevo adquirente de la cosa 

embargada, siendo que ~eta se remate o se le adjudique. el derecho 

de persecución lo adquiere desde que se le adjudica el bien. es 

decir. cuando se convierte en propietario. teniendo antes de esto 

sólo el derecho de pedir que se remate el bien y el poder o 

facultad para hacerlo solamente lo tiene el juez. en el juicio en 

que se ha ordenado el embargo: a lo que Chiovenda llama ·•actio 

judicate". 
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Finalmente. el embargo no otorga al embargante el 

derecho de preferencia ni tampoco se adquiere tal prerrogativa. 

que es característica de los derechos reales de garantía. lo que 

constituye en s! que el embargo no significa una causa de 

preferencia. a menos que se considere como tal. 

Como se puede apreciar. el derecho de una persona 

secuestre bienes a t!tulo de embargo por un mandato judicial. no 

le otorga al embargante facultades directas sobre lo embargado. 

puesto que está sub judice el procedimiento y sólo la autoridad 

que emite la orden de ejecución puede determinar la situación que 

guarda o deberd guardar la cosa secuestrada. una vez que se hayan 

agotado los recursos y juicios tramitados por el obligado o deudor 

y que nuestra Carta Magna le confiere como un derecho subjetivo de 

defensa. 

En torno a lo antes manifestado. recordaremos que en el 

momento en que formalmente se traba el embargo sobre los bienes 

senaladoe, sutren un cambio jur1dico. ya que la plena propiedad 

que el deudor tiene sobre dichos bienes. se ve menguada en cuanto 

a que partir de ese momento no puede disponer libremente do ellos. 

a ta.l grado que ei el propieta.1·io del bien embargado trasmite la 

propiedad. comete un delito. 

Esa 1 imitación a la propiedad es un verdodero gravamen 

que pesa sobre la cosa. embargada y surge en el momento en que áste 

se traba. Por coneiguiente. el depósito en poder del propietario 
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deudor o de un tercero es un acto posterior a la constitución del 

gravamen y Jurídicamente no puede confundirse con dl1 en otras 

palabras, una co~a es la traba y otra el depósito posterior. 

gravamen produce ~fectos 

bien embargado yo no puede 

En óseos términos. el 

plurilateroles que el propietario del 

disponer de él. es decir. quedo en suspenso el Jus outendi. 

caracter1stico del derecho de propiedad y en consecuencia surge a 

eu cargo la obligación de no disponer de esa cosa. 

Por otro lodo. el embargante adquiere el derecho o lo 

cosa que ee 

pueda ser 

conserve con eso limitación de propiedad. poro que 

rematado al 

correspondidndole al ~ez 

conserve bajo su disposición. 

dictarse 

vigilar que 

sentencia 

lo cosa 

ejecutoria* 

embargada se 

Y poro ello tiene el poder suficiente de exigir al 

depositario Jo entrego de los bienes embargados a lo persona que 

el propio juez indique en el momento que juzgue necesario y 

correlativamente adquiere lo obligación de impedir cualquier acto 

de ejecutante o del ejecutado. o del depositario que viole los 

derechos surgidos plurilateralmente con motivo del secuestro. o de 

manifestarle al Juez que extingo lo obligación debido al pago. 

hasta antes de que salgan a remate los bienes embargados. para que 

cesen los efectos del embargo. 
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De todo lo antes expuesto, nos queda Onicamente concluir 

que si las obligaciones y derechos plurilateralee surgidos del 

embargo, son originados de la traba y el depósito es un acto 

posterior que sólo puede subsistir de la traba y en función de 

ella. 

De este modo. ni el juez ni el ejecutante. ni el 

ejecutado. ni el depositario. pueden disponer de la cosa mientrae 

el embargo subsista, de donde resulta evidente que se trata de un 

gravamen real. aOn cuando sea temporal. es decir. limitado al 

tiempo en que el proceso se resuelva definitivamente. bien sea por 

pago o por remate y adjudicación. 

3.- CLASES DE EMBARGO. 

Dentro del Código Fiscal de la Federación se mencionan 

tres clAaes de embargo, que están contempladas en los artículos 

141 fracción V. 151 y 145. 

El primero se ejercitd previa solicitud por parte del 

contribuyente y los dos restanteg los realiza la autoridad. sin 

que medie petición por parte del deudo~. 

El cit.,.do en primer té:rminci es una de las formas de 

garantiza.r el interés fiscal. cuando existe controversia. es 

tm TESIS 
SALIR DE LA 

NO DEBE 
BIBLIOTECA 
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decir, cuando la determinación del impuesto es materia de estudio 

y la misma tendrá que ser resuelta por las autoridades 

competentes. 

Loe otros dos son con la finalidad de que las 

autoridades puedan hacer efectivo el débito tiacal. cuando no se 

ha presentado medio de defensa. 

Visto lo anterior. el embargo que senala el artículo 

151. se realiza previo requerimiento que se le haga al deudor y en 

caso de no efectuar el pago en el acto de requerimiento. los 

ejecutores procederán a embargar bienes suficientes para 

rematarlos. enajenarlos fuera de subasta o adjudicarlos en favor 

del fisco. 

Asi también pueden embargar negociaciones. con todo lo 

que de hecho y por derecho le corresponda a la empresa. para 

posteriormente nombrar interventor con cargo a la caja, y de esa 

forma obtener los ingresos necesarios que permitan satisface1· el 

importe del crédito m~e sus accesorios legales. 

Esta clase de embargo se inscrib:!.rá en el Registr-o 

Público de la Propiedad y cuando los bienes asegurados queden 

comprenáidos en la jurisdicción de dvs o más oficinas federales de 

hacienda. se hara la inscripción en el registro públic~ que 

corresp?nda. de acuerdo a la territorialidad de dichas 

depend-encias. 
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Cabe hacer el comentario que el inscribir el embargo en 

el Registro Póblico. trae como consecuencia que las empresas que 

gestionen créditos bancarios les sean cancelados, lo que implica 

que vean mermada su econom1a. 

Ahora bien. establecido lo anterior. tenemos que el 

artículo 155 determina los bienes susceptibles de embargo, 

teniendo el deudor el derecho de senalarlos en el orden siguiente: 

Dinero, metoles preciosos. depósitos bancarios y en general. 

créditos de inmediato y facil cobro a cargo de entidades o 

dependencias ae la federación. Estados y Municipios y de 

instituciones o empresas de reconocida solvencia: as1 también se 

pueden embargar bienes muebles. El numeral en comento senala como 

requisito de procedimiento que el deudor podr4 designar dos 

testigos y si no lo hiciere as1. o los mismos se negaren a firmar. 

el ejecutor har6 constar esta circunstancia en el acta respectiva. 

Referente al embargo precautorio que contempla el 

numeral 145. diremos que su integración en el Código Tributario 

Federal no tiene razón de ser. ya que eg violatorio de los 

garant1as de seguridad Jur1dica y legalidad. contenidas en los 

art1cul<>s 14 y lo de nuestro Código Pol1tico federal. A esta 

c~nclusión se llega de la siguiente manera; 

La autoridad. al realizar el embargo precautorio est4 

privando de sus propiedades. posesiones y derechos al deudor. sin 

que éste haya sido oído y vencido en juicio. 



En estos términos. el acto en el cual se ordena la 

práctica del embargo precautorio o en el acta en si misma, no 

roano loe requisitos do legalidad y por lo mismo es carente de la 

fundamentación y motivación que deben satietacor. porque el hecho 

de que la autoridad considere que existe peligro de que el 

obligado se ausente. enajene u oculte sus bienes o realice 

cualquier maniobra tendiente a evadir el cumplimiento de la 

obligación tiscal, no significa que la actuación de la autoridad 

cumpla con los extremos de los preceptos 14 y 16 citados, ya que 

al embargar precautoriamente en el acta respectiva, siempre se 

menciona que el impuesto no ha sido determinado. 

Luego entonces. al embargar precautoriamente en forma 

individual determinados bienes o la negociación. con todo lo que 

de hecho y por derecho le corresponde. se está desposeyendo de los 

mismos al posible deudor. 

Por otra parte. el embargo precautorio citado ee una 

forma de premiar la negligencia de lae autoridades: esto es. una 

vez realizado el embargo a que se hace referencia, la autoridad 

cuenta con un ano de plazo para emitir la resolución en la que 

determine los créditos fiscales. Dicho plazo. a criterio del 

exponente. es exagerado, ya que si tomamos en consideración que el 

Estado cuenta con los medios económicos suficientes para la 

contratación de personal competente. no tiene por qué dársele un 

término tan prolongado. po1·que no es necesario que transcurra un 

ano para liquidar adeudos a cargo del contribuyente. sino que la 
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emisión se puede realizar en un término menor. pudiendo ser de 

cuatro meses. que es el que senala el numeral 37 del Código 

comentado. 

No se debe perder de vista que el embargo precautorio 

puede traer como consecuencia que la autoridad nombre depositario 

a una persona distinta al deudor o en su caso inscriba en el 

Registro Público de la Propiedad la negociación embargada. y de 

esta forma. mediante la intervención que se realice a la caja, 

recaude los ingresos necesarios para cubrir el adeudo fiscal. 

Pero. cabe también la interrogante: lQué adeudo se va a 

cubrir o qué adeudo se pretende pagar?. ya que acn no se ha 

determinado el impuesto exigible ni su monto. 

De ahí que el citado embargo. analizado desde este punto 

... de vista. resulta perjudicial para el contribuyente, puesto que 

por una parte se nombra interventor con cargo a la caja y po1· la 

otra. dicho interventor asume el car6cter de administrador. con 

todas la.s faculta.des que normalmente corresponden la 

administración de la empresa. y plenos poderes con las facultades 

que requie1·an clausul"' especial conforme a la ley; esto significa 

que el interv-?ntor puede hasta enajenar la negociación. l lev6.ndola 

a la ruina. 

Y de ah:! la. importancia de que el embargo precautorio 

debe ser excluido del Código Fiscal de la Federa~ión, o en su 
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defecto, reducir el t6nnino que tiene la autoridad para determinar 

los impuestos a cargo del obligado. porque la""1n/gligencia no puede 

ser objeto de premio. 

4.- EL EMBARGO COMO GARANTIA FISCAL. 

La palabra "embargo" proviene del verbo embarg-ar. deriva 

del latín vulgar "irnbarricare". usado en la Pelinsula Ibérica. con 

el significado de "cerr-ar una puerta con trancas". que era el 

procedimiento originario del embargo. 

Garantla del interés fiscal: este vocablo est6 vinculado 

estrechamente con la facultad económico-coactiva que la ley otorga 

a las autoridades, para exigir coactivamente al contribuyente el 

cumplimiento de sus obligaciones y el pago de los créditos 

fiscales a su cargo. 

Esta figura jurídica se encuentra regulada 

principalmente en el articulo 141 fracción V del Código Fiscal de 

la Federación. y en su Reglamento. 

de un crédito fiscal. pudiendo 

inmueble. 

Como ya ha quedado 

Se puede ofrecer como garantía 

recaer en un bien mueble o 

puntualizado. el embargo 

administrativo es la garantia que más problemas representa para el 
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contribuyente que la ofrece. ya que son tantos los requisitos 

exigidos por la ley, y las facultades que le confiere dsta a la 

autoridad administrativa. provocan que sea una garantía costosa en 

cuanto a tiempo y dinero se refiere. ya que para que se califique 

y acepte. el particular debe previamente cumplir con todoe los 

requisitos que exija el jefe de la oficina exactora. y sobre todo. 

haber pagado los gastos de ejecución que se generen con la 

di 1 igencla de embargo. 

Considerando que se ha hecho alusión a la 

"exactora", aunque en la práctica es muy poco usada. se 

para mencionar a la autoridad. porque tiene a su cargo la 

de cobro. No obstante. es prudente citar el significado 

palabra 

util Iza 

acción 

de este 

tdnnino. el cual ha venido evolucionando. desde ser requisición, 

cobro de deudas. recaudación de impuestos. 

As1, tenemos que ''exacción" proviene del lat:ín exactio 

cnis. que significa tributo. impuesto. y tambidn la acción de 

recauda.r gravámenes o impuestos a cargo de loe contribuyentes. 

El embargo lo efectúa la autoridad fiscal. ya sea porque 

lo haya solicitado el cont1·ibuyente. o porque hace uso de sus 

facultades económico coactivas. para obtener el pago de alguna 

contribución pública. 

El procedimiento 

desarrolla ante la propia 

administrativo 

autoridad que 

de ejecución. Se 

emitió el acto de 
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molestia, inici4ndose con lo notificación y el requerimiento de 

pago, posteriormente se embargan bienes del deudor fiscal, los 

cuales pueden quedarse en su poder en calidad de depósito, y 

finalmente se rematan los bienes embargados en almonedo publica. 

Lo doctrino discute si dicho procedimiento equivale o 

no. al "juicio" de que hablo el eegundo párrafo del articulo 14 

Conetitu~ional. cuando se trate del ejercicio de la mencionada 

facultad que termina con el aludido remate. que es esencialmente 

un acto de privación. aun cuando lo H. Supremo Corte de Justicio 

de lo Noción ha declarado en auxilio del poder publico, que s1 es 

constitucional. 

5.- NEGATIVA DE LA AUTORIDAD PARA ADMITIR EL EMBARGO 
ADMINISTRATIVO COMO GARANTIA. 

Como yo ha quedado apuntado, lo autoridad administrativa 

al determinar un cr6dito a cargo de un particular. debe 

previamente constatar. con elementos objetivos de juicio. que 

puedan considerarse como la motivación del acto de molestia, y 

citar además los preceptos legales aplicables al caso concreto 

para que pueda considerarse que se esta en presencia de un acto de 

autoridad debidamentP. fundado y motivado. 

t·1cha fundamentación y m·:itivación es indispensable pa1·a 

que un act•-:- deba ser obedo;ocid'.' y de esa manera respetar e! 



contenido de loe art1culos 14 y 16 Constitucionales que consagran 

las garantias individuales que toda persona posee. A continuación 

me permito transcribir la siguiente Jurisprudencia que 

textualmente dice: 

"F'UNDAMENTACION Y MOTIVACION.- De acuerdo con 
el articulo 16 de la Constitución Federal. 
todo acto de autoridad debe estar adecuado y 
suficientemente fundado y motivado. 
entendiéndose por lo primero que ha de 
expresarse con precisión el precepto legal 
aplicable al caso y. por lo segundo. quo deben 
senalarse con precisión, las circunstancias 
especiales. razones particulares o causas 
inmediatas que se hayan tenido en 
consideración para la emisión del acto: siendo 
necesario, además. que exista adecuación entre 
los motivos aducidos y las normas aplicables, 
es decir, que en el caso concreto se 
configuren las hipótesis normativas.'' 
Amparo en Revisión 3713/1969.- Ellas Chain.­
F'ebrero 20 de 1970.- 5 votos.- Ponente: 
Ministro Pedro Guerrero Mart1nez. 

/ 

Amparo en Revisión 4115/1968.- Emeterio 
Rodriguez Romero y Coags.- Abril 26 de 1971.-
5 votos.- Ponente: Ministro Jorge Saracho 
Alvarez. 

Jurisprudencia. 
Pag. 16. 

Segunda Sala. Informe 1973.-

Independientemente de lo anterior, la notificación de 

referencia deberá real izarse en estricto apego a derecho. con los 

requisitos previamente establecidos. En este sentido, cabe citar 

el criterio visible a fojas 24 de la Revista del Tribunal Fiscal 

de la F'ederac;Qn numero 47. 3a. Epoca. Ano IV. noviembre de 1991. 

que se dice: 
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"NOTIFICACION.- LOS REQUISITOS LEGALES Y LA 
EXIGENCIA DE SU EXACTO CUMPLIMIENTO OBEDECEN A 
LA IMPORTANCIA DE LAS CONSECUENCIAS QUE 
PRODUCEN.- El exacto cumplimiento de los 
requisitos legales de las notificaciones no 
puede interpretarse como un simple formalismo 
para dificultar lo actuación de la autoridad, 
sino como un procedimiento de cuya realización 
depende que se llegue a la convicción de que 
un particular tuvo conocimiento fehaciente de 
una resolución que lo afectaba y que si dentro 
del término legal no utilizó la vio de defensa 
procedente. la consintió. No darle importancia 
al acto de notificación y a loe requieitoe que 
deben cumplirse es propiciar la indefensión de 
los particulares. lo cual es completamente 
contrario al texto del articulo 16 
constitucional.'' 

Revisión numero 34/87.- Resuelta en sesión de 
fecha 29 de noviembre de 1991. por unanimidad 
de seis votos.- Magistrado Ponente: Alfonso 
Nava Negrete.- Secretar!•• Licenciada 
Esperanza M. Pérez Diaz. 

Precedentes: 

Revisión numero 1325/81.- Resuelta en sesión 
de 23 de junio de 1992. por mayoría de cinco 
votos y uno en el sentido de que los agravios 
son inoperantes.- Magistrado Ponente: Mariano 
Azuela Huitrón.- Secretaria: Lic. Graciela 
Carran2a V4zquez. 

Revisión numero 292/84.- Resuelta en sesión de 
24 de octubre de 1984. por mayoria de cuatro 
votos y tres en contra.- Magistrada Ponente: 
Silvia Eugenia Diaz Vega. 

Revisión número 2015/82.­
de 6 de noviembre de 1985. 
votoe y uno m~s con 
Magistrado Ponente: 
Gutiérrez.- Secretorio: 
Castaneda Gonz4lez. 

Resuelta en sesión 
por mayoría de oCho 

los resolutivos.­
Alfonso Cortina 
Lic. Jorge A. 



Posteriormente, este 

contribuyente, con apego o lo 

la Federación, para tal efecto. 

acto deberá ser notificado 

establecido en el Código Fiaca! 
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al 

de 

Una vez notificado el acto de molestia, el contribuyente 

cuenta con diversos recursos que podrá hacer valer en contra de la 

notificación o del crédito mismo. 

Los recursos de referencia podrá interponerlos dentro de 

loa plazos establecidos paro tal fin. en el Código Fiscal de lo 

Federación. ante lo autoridad administrativa correspondiente. 

En cuolesqu!ero de los recursos que elija el particular. 

indistintamente deberá garantizar el crédito que le reclama el 

Estado y, en términos del articulo 144 del Código Fiscal de la 

Federación. deberá acreditar ante la oficina exactora. el medio de 

defensa legal que haya Intentado, para que la autoridad suspenda 

el procedimiento administrativo de ejecución. 

Pero puede darse el caso que aún cuando se haya 

Interpuesto algan recurso en contra del crédito fiscal. además de 

haberse garantizado debidamente. la autoridad continU~ con el 

procedimiento administrativo de ejec-ución. 

En este caso. el particular cuenta con varias 

alternativas de impugnacion. mismas que se en-:-uoentran C•:>ntempladas 
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en el dltimo párrafo del art1culo 144, del Código Fiscal de la 

Federación. que ordena: 

" ... En caso de negativa o violación a la 
suspensión del procedimiento administrativo de 
ejecución. los interesados podr4n promover el 
incidente de suspensión de la ejecución ante 
la Sala del Tribunal Fiscal de la Federación 
que conozca del juicio respectivo u ocurrir al 
superior jerárquico de la autoridad ejecutora. 
si ee sst6 tramitando recurso, acompanando los 
documentos en que conste el medio de defensa 
hecho valer y el ofrecimiento o, en su caso. 
otorgamiento de la garant1a del interés 
fiscal; el superior jerárquico aplicará en lo 
conducente las reglas establecidas por este 
Código para el citado incident~ de suspensión 
de la ejecución.º 

Ahora bien. aún cuando el contribuyente interponga el 

incidente de suspensión antes aludido, la continuación del 

procedimiento administrativo de ejecución. le causa perjuicios. 

debido a la pérdida de tiempo y de dinero en el supuesto de que 

éste se encuentre patrocinado por un profesional. adem6s de que 

este incidente. si bien es cierto que es una garant1a para el 

particular, también lo es que va en contra del principio de que la 

impartí.:ión de justicia debe s~r "pronta y expedita··. :-orno lo 

ordena el articulo 17 Constitucional. 

En relaci•;n con i!l embai-gc en la via administrativa que 

nos .,cupa. es la garantia que presenta mayor cont1·oversia. debi:io 

a que su regulación en .¡,¡ Código Fiscal de la Federaci-.:·n y er. su 

Reg-lamentc· es muy amplia. aunado a que deleg-a. divereas fac'.lltades 

a la auto1·:.d.ad ~d.ministrativa. ~ar3 que la califique y adm1t3.. 
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Por e8te el motivo. el contribuyente se encuentra en 

muchas ocasiones a expensas del capricho de la autoridad. puesto 

que ella puede privarlo de sus bienes en cualquier momento. 

basd.ndose en las tacul tades que para tal efecto le confiere el 

Código Fiscal de la Federación. tal como ya ha quedado analizado 

en este trabajo, 

En efecto. el art1culo 145 segundo pdrrafo. del citado 

Código Tributario. es bastante claro al ordenar que: 

•·.,.Se podrd. practicar embargo precautorio 
para asegurar el interés fiscal, antes de la 
fecha en que el cr,dito fiscal estd 
determinado o sea exigible. cuando a juicio de 
la autoridad hubiera peligro de que el 
obligado se ausente. enajene u oculte sus 
bienes. o realice cualquier maniobra tendiente 
a evadir el cumplimiento ... " 

De lo que se desprende que aún cuando se trate de un 

embargo precautorio, éste constituye también una privación de los 

bienes del contribuyente: por otra parte. el hecho de dejar al 

arbitrio de la autoridad realizarlo o no. se traduce en una 

inseguridad jur1dica para el gobernado. 

Por lo tanto. es evidente que ~ l numera 1 antes 

transcrito. constituye una violación a las garantlas de audiencia. 

legalidad y seguridad jurl'dica. contempladas en los a18 tl'culos 14. 

16 y 17 de la Constitución. 
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En el criterio del exponente. por lo que toca a que se 

faculte a la autoridad administrativa para que embargue bienes del 

contribuyente. a pesar de que todavia no se haya determinado el 

crédito f is ca 1. rasul ta totalmente contrario a derecho, puesto 

que. de acuerdo al contenido de los preceptos constitucionales 

citados. no se le puede privar al particular de sus bienes, sin 

que medio un juicio. seguido ante loa tribunales previamente 

establecidos, para que se respeten las garantías individuales que 

todo individuo debe gozar en nuestro Pais. 

Esto es. que debe notificarse previamente el crédito a 

cargo del gobernado. para que as1 se pueda considerar que se le 

respetó la garantía de audiencia. O sea que, el citado articulo 

145 del Código Fiscal Federal. es el fundamento para que la 

autoridad niegue la calificación y admisión del embargo como forma 

·de garantía. debe derogarse porque contraviene las garantías 

individuales consagradas en nuestra Carta Magna. 

Por .,tra parte. las ventajas o inconvenientes que pueden 

existir al otorgar alguna garantía de las que senala el articulo 

141 del Código Fiscal de la Federación. dependen de las 

circunstancias particulares 

independientemente de que 

de 

sea 

quien la 

una persona 

va a 

fisica 

otorgar. 

o moral. 

Gener~lment~ se toma en cuenta la situación económica, asi como el 

nú.mero de bien.es muebles o inmuebles de su propiedad. 



93 

En relación al depósito, la ventaja estriba en la 

facilidad inmediata para otorgar la garant1a, ya que basta con 

comprar un billete de depósito en Nacional Financiera; pero 

considerando que para dato se debe tener el dinero en efectivo 

para cubrir la cantidad que reclama la autoridad. y cuando se 

trata de una garant!a cuantiosa. provoca una desventaja a quien 

garantiza el crddito. puesto que deja de utilizar sus recursos 

económicos, ~n inversiones que podr1an haberle producido ganancias 

considerables. 

En lo 

irunobilización de 

significa paralizar 

garant1a ofrecida. 

atinente a la prenda. que provoca 

los inventarios del contribuyente. lo 

la actividad. hasta por el importe de 

la 

cual 

la 

Por otra parte. suponiendo que la prenda no quedara bajo 

la custodia del mismo contribuyente. es muy probable que éste 

sufra danos y perjuicios de dif1cil reparación. al no tener el 

bi~n mueble en su poder. 

En atención a la hipoteca. debe apuntarse que es 

perjudicial para las openlciones de créditt:' que real ice el 

contribuyente. ya que un gravamen de este tipo. pone en actitud de 

desconfianza a quien pudiera otorgarle algún créd1t·'· 

En relación a la fianza otorgada por i nstl tut:ión 

autori:ada. tiene la ventaja ele que no grava Io:.s b1ienes de loe 
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contribuyentes. ni se distraen recursos económicos. Esta forma de 

garantía es la que mas ee utiliza. aún cuando existe la desventaja 

de que es costosa. considerando que las contra garant1as que exije 

la institución afianzadora. en ocasiones son difíciles de cumplir. 

En lo que hace a la obligación asumida por un tercero. 

se puede decir que la ventaja es que no se gravan bienes ni se 

distraen recursos, pero en la practica, es difícil que una persona 

se comprometa a pagar por 

en riesgo su patrimonio. 

compensación. 

otra. una cantidad de dinero, poniendo 

y sin que a cambio medie un pago o 

En lo relativo al embargo en la vía administrativa, el 

cual ha sido objeto de estudio en este trabajo, debe senalarse que 

esta forma de garantía es una buena opción. cuando se senalan 

bienes de poca importancia para el contribuyente. talee como 

maquinaria descompuesta. o que aún cuando funcione, ya no es ütil 

por haber sido reemplazada por otra más moderna o sofisticada. 

Pero la desventaja es cuando el embargo se ofrece sobre 

todos los bienes del contribuyente, o en bienes que son muy 

importantes para el desarrollo de su actividad preponderante: 

ademas de que esto resulta negativo para las posibles operaciones 

de crédito que pudiera realizar. o a~n sobre las obligaciones ya 

contraídas. 
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c o N· c L u s I o N E s 

l.- Debe existir un criterio com~n respecto de que la 

forma para garantizar el interés fiscal. consistente en el embargo 

administrativo, no lleva aparejada la ejecución o extracción de 

bienes embargados, ya que en materia fiscal. el embargo ofrecido 

como garant1a no tiene el mismo efecto que en materia mercantil. 

Es decir. el efecto en derecho fiscal es asegurar el débito a 

favor de las autoridades. y en derecho mercantil, consiste en 

realizar el pago en el requerimi~nto. 

2.- Nuestra legislación fiscal no da una definición de 

embargo, por lo que se tiene que recurrir al derecho civil y a la 

doctrina para tener un concepto a través de ellos, En mi opinión. 

el embargo administrativo regulado por el artículo 141 fracción V 

del Código Fiscal de la Federación. es la afectación o 

aseguramiento del 

deudor y. en su 

bien o conjunto de bienes designados por el 

caso. la autoridad ejecutora. debiendo ser 

depositario de los mismos el deudor. y subsistiendo hasta que 

exista resolución definitiva. 

3.- Es urgente que se legisle respecto del embargo 

precautorio, reduciendo el término que tiene la autoridad para 

emitir la determinación del crédito. o en su defecto. exclu:ír 

definitivamente la figura juridica del emborgo precautorio del 

Código Tributorio Federal, 
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4.- El procedimiento administrativo de ejecución surge 

como una necesidad de recaudación de las autoridades fiscales, 

hecho que por sí mismo justifica su existencia y constituye el 

único medio coactivo legal con que cuentan las autoridades 

hacendarias para satisfacer todos aquellos cr6ditoa no cubiertos a 

su favor. 

5.- En lo atinente a la naturaleza jurídica del 

procedimiento económico-coactivo. sin duda alguna ea de carácter 

administrativa. ya que lo ejerce un organo del E~tado. que es una 

autoridad administrativa, pero su actuación nunca debe ser 

contraria a las leyes de nuestro pa.1s. 

6.- El procedimiento administrativo de ejecución resulta 

violatorio del contenido del artículo 16 Constitucional. por lo 

que se refiere al segundo párrafo del diverso 145 del Código 

Tributario federal, que determina que el embargo precautorio podrá 

ser practicado por la autoridad. cuando tenga temor que un 

contribuyente se ausente. enajene u oculte bienes o realice 

cualquier maniobra tendiente a evadir el cumplimiento de una 

obligación fiscal. aún cuando el crédito no esté determinado. 

Esto significa. que con el solo hecho de que la autoridad presuma 

lo anterior. es causa suficiente para que se prive al deudor de 

eue posesiones. dei~echos y propiedades. En estos términos. es 

evidente ·::¡ue el articulo ló Constituc1ona.l se ve vulnerado con su 

contenid.c 
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